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NOTA ACLARATORIA AL PROYECTO  
DE LEY NÚMERO 093 DE 2014 SENADO

por medio del cual se dictan medidas para  
el transporte individual de pasajeros.

Bogotá, D.C., septiembre 29 de 2014
Doctora
RUTH LUENGAS

Senado de la República
Ciudad.
Asunto: Publicación del Proyecto de ley número 

093 de 2014 Senado, por medio del cual se dictan 
medidas para el transporte individual de pasajeros.

Respetada doctora:
Por instrucciones de los Senadores Mauricio Liz-

cano y Andrés García nos permitimos informar que 
el pasado 24 de septiembre de 2014, en la Secretaría 
General del Senado de la República se radicó el pro-
yecto de ley de referencia, en documento escrito y se 
remitió el texto en medio magnético, sin embargo, por 
error involuntario el medio magnético quedó con una 
versión que no corresponde con la escrita en tanto esta 
corresponde a una versión para revisión, razón por la 
cual remitimos el medio magnético con la versión co-

conformidad.
Cordialmente,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 093 DE 2014 
SENADO

por medio de la cual se dictan medidas relacionadas 
con el transporte individual de pasajeros.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tiene 
por objeto establecer las modalidades de contratación 
para los conductores que prestan el servicio de trans-
porte público individual de pasajeros en el territorio 

mínimos para la profesionalización.
Artículo 2° Ámbito de aplicación. Las disposicio-

nes contenidas en la presente ley serán aplicables al 
Ministerio de Transporte, a las autoridades locales de 
transporte, a las empresas que prestan el servicio de 
transporte individual de pasajeros, a los propietarios 
y conductores de vehículos que prestan el servicio de 
transporte individual de pasajeros.

Artículo 3°. Para efectos de la presente ley se ten-

a)  Automóvil destinado al servicio público 
individual de pasajeros.

b) -
 Persona natural o jurídica, debidamente habilita-

da por parte de la autoridad local competente, dedica-
da a la prestación del servicio de transporte público 
individual de pasajeros.

c)  Es la capacidad transportadora o de repo-
sición expedida por la autoridad competente.

d) Tarjeta de Control. Documento de transporte 
que expide mensualmente la empresa de transporte a 

previo el cumplimiento de los requisitos exigidos en 
las normas vigentes.
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Artículo 4°. Niveles de servicios. El servicio de 
transporte individual de pasajeros se prestará a través 
de los siguientes niveles de servicio.

a) Básico. Garantiza una cobertura adecuada, cu-
yos términos de servicio y costo lo hacen accesible a 
todos los usuarios, el cual se presta con vehículo tipo 
automóvil.

b) De lujo. Ofrece a los usuarios mayores con-
diciones de comodidad y accesibilidad, operación y 
seguridad en términos de servicio, control de la ope-
ración tarifas superiores a las del servicio básico. Este 
deberá ser prestado con vehículos de lujo tipo auto-
móvil, camperos y camionetas hasta 7 pasajeros.

c) Limosinas. Vehículos con mayores comodida-
des y lujos con capacidad hasta de 9 pasajeros y su 
tarifa será superior a las del servicio básico.

CAPÍTULO II

Artículo 5°. Modalidades para la vinculación de 
los conductores del servicio público individual de 
pasajeros. Los conductores del servicio público indi-
vidual de pasajeros, solo podrán ser contratados para 
la prestación de este servicio de los conductores que 
prestan el servicio de transporte público individual 
de pasajeros, mediante las siguientes modalidades de 
contratación; establecen las siguientes modalidades:

a) Contrato laboral suscrito entre el conductor y el 
propietario del vehículo;

b) Contrato laboral suscrito entre el conductor y la 
empresa de transporte;

c) Contrato de administración o alquiler del ve-
hículo suscrito entre el propietario del bien y el 
conductor;

d) Contrato de Prestación de Servicios entre el pro-
pietario del vehículo y el conductor.

Parágrafo. Como requisito para la suscripción de 
-

do de competencias laborales de que trata el artículo 

judiciales.
Artículo 6°. Contrato laboral suscrito entre el 

conductor y el propietario del vehículo. Este tipo de 
vínculo contractual supone la existencia de una rela-
ción laboral directa entre el propietario del vehículo, 
y el conductor del mismo con la solidaridad de la 
empresa de transporte. Los contratos efectuados bajo 
esta modalidad deben contar con aceptación expresa 
por parte de la empresa de transporte para que exista 
solidaridad.

Artículo 7°. Contrato laboral suscrito entre el 
conductor y la empresa de transporte. Este tipo de 
vínculo contractual supone la existencia de una rela-
ción laboral directa entre la empresa de transporte del 
vehículo y el conductor del mismo con la solidaridad 
del propietario del automotor.

Los contratos efectuados bajo esta modalidad de-
ben contar con aceptación expresa por parte del pro-
pietario del vehículo para que exista solidaridad.

Bajo esta modalidad de vinculación la empresa de 
transporte tendrá derecho a cobrar al propietario del 
automotor junto con el derecho de rodamiento, los sa-
larios de los conductores.

Artículo 8°. Contrato de administración o alquiler 
del vehículo suscrito entre el propietario del bien y el 
conductor. Este tipo de vínculo contractual supone la 

entrega material del bien para que el conductor lo ad-
ministre durante una jornada pactada y luego de ella en-
tregue al propietario una suma liquida de dinero como 
contraprestación. Los contratos efectuados bajo esta mo-
dalidad deben contar con aceptación expresa por parte 
del propietario del vehículo para que exista solidaridad.

Artículo 9°. Contrato de prestación de servicios. 
Este tipo de vínculo contractual supone la obligación 
del contratista con respecto al contratante para rea-
lizar los de servicios de conducción a cambio de un 
precio. El contrato está dirigido al cumplimiento de 
metas, horas y objetivos que en ningún caso supone 
una relación laboral entre las partes.

Los contratos efectuados bajo esta modalidad de-
ben contar con aceptación expresa por parte del pro-
pietario del vehículo para que exista solidaridad.

Artículo 10. El conductor que preste el servicio pú-
blico de transporte individual de pasajeros deberá haber 
cursado y aprobado un programa técnico laboral que 
presten las academias de conducción, las instituciones 
de educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano o 
el Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena).

Parágrafo. Los Ministerios de Educación Nacional 
y de Transporte, en coordinación con el Servicio Na-
cional de Aprendizaje (Sena), deberán organizar los 
programas educativos que para efecto de este artículo 
dicten las academias de conducción.

Las instituciones de educación para el Trabajo y el 
Desarrollo Humano o el Servicio Nacional de Apren-
dizaje (Sena) tendrán un plazo no mayor a un año 
contado a partir de la expedición de la presente ley 
para ofrecer los programas educativos.

Artículo 11. Tarjeta de control. Para la obtención 
de la tarjeta de control o su refrendación, sin perjui-
cio de los requisitos generales consagrados en el De-
creto Nacional 172 de 2001, los propietarios o con-
ductores que ejercen el servicio público de transporte 
individual de pasajeros, deben allegar, a la empresa 
de transporte, la constancia del pago vigente de la se-
guridad social integral correspondiente, junto con el 

presente ley.
Parágrafo. La empresa de transporte que no exija los 

anteriores requisitos será sancionada conforme se esta-
blece en el artículo 46, literal e) de la Ley 336 de 1996.

Artículo 12. Las empresas de transporte tendrán 
que a solicitud de las autoridades locales, la informa-
ción relacionada con los conductores que prestan sus 
servicios en los vehículos a ella vinculados.

Parágrafo. La empresa de transporte que no exija los 
anteriores requisitos será sancionada conforme se esta-
blece en el artículo 46, literal e) de la ley 336 de 1996.

CAPÍTULO III
De las matrículas y los cupos

Artículo 13. Ingreso de los vehículos al parque au-
tomotor. A partir de la expedición de la presente ley, 
las autoridades de transporte competentes autorizarán 
el ingreso de taxis de lujo, limosinas, camperos y ca-
mionetas, para prestar el servicio de transporte terres-
tre automotor individual, en el nivel de servicio de lujo 
previa realización de un estudio correspondiente sobre 
capacidad transportadora necesaria para cada distrito o 
ciudad que deberá tener en cuenta el número de habi-

Administrativo Nacional de Estadística (DANE).
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El Ministerio de transporte en un plazo no supe-
rior a seis meses reglamentará los estudios técnicos 
necesarios que permitirán a las entidades territoriales 
determinar en forma anual las cantidades de nuevos 
cupos para los vehículos tipo taxi para servicio de lujo 
que requieren los distritos o municipios.

Artículo 14. Condiciones de los Vehículos. Los ve-
hículos destinados a la prestación del nivel de servi-
cio de lujo, deben cumplir las siguientes condiciones 
mínimas:

a) Modelo: Debe ser último modelo de año para 
iniciar la prestación del servicio;

b) Estar pintados en su totalidad de color panto-
ne yellow (amarillo) 13-0759 o su equivalente en 
otra escala de colores que sea reconocida interna-
cionalmente;

c) Tener sistemas de seguridad ABS, bolsas de 
aire, aire acondicionado y cinturones de seguridad 
para conductor y pasajeros;

d) Tener baúl o porta equipajes no menor a 350 
litros de capacidad;

e) Tener Largo total no menor a 4,15 metros.
Artículo 15. El Ministerio de Transporte será la 

entidad encargada de habilitar a las nuevas empresas 
que quieran prestar el servicio de transporte de pasa-
jeros individual de lujo.

Artículo 16. Vida útil en el servicio de taxis. La 
vida útil de los vehículos de lujo será de máximo 5 
años y las limosinas 10 años, contados a partir de la 
expedición de la tarjeta de operación, una vez cum-
plidos los 5 y 10 años respectivamente, la empresa 
de transporte en forma obligatoria hará los trámites 
necesarios para hacerle cambio de servicio de público 
a particular, y no podrá seguir prestando el servicio 
público de transporte, ni portar el color amarillo.

Artículo 17. Tarifas. La tarifa legal para el servicio 
de lujo se reajustará anualmente y será determinada 
por parte de la autoridad local de acuerdo a un estudio 
de mercado.

El estudio de mercado anteriormente nombrado 
será realizado por una autoridad técnica competente e 
imparcial. La realización del estudio se hará bajo los 
presupuestos consagrados en la Ley 80 de contrata-
ción pública.

El reajuste anual será determinado en base al rea-
juste de la canasta familiar del año anterior.

Artículo 18. Los cupos existentes prestados bajo la 
modalidad de servicio básico podrán ser implemen-
tados en la modalidad de servicio de lujo, siempre y 
cuando estos nuevos vehículos cumplan las exigen-
cias establecidas en el artículo 14 de la presente ley.

Artículo 19. Fondo de formación y capacitación 
profesional de conductores de taxis. Créase el fondo 
de formación y capacitación de conductores de taxis 
y cuya denominación abreviada es Fontaxi, encargada 
de capacitar académicamente a los conductores para 
el continuo mejoramiento del servicio de transporte 
público individual.

Artículo -
taxi se dará a través de los recursos provenientes de:

a) El valor que pagan los propietarios por la asig-
nación de nuevos cupos para matricular un taxi;

b) Por donaciones;
c) Por el aporte anual que deberán realizar los 

propietarios de los vehículos de transporte individual 

de pasajeros, que será determinado por el Gobierno 
Nacional mediante la reglamentación respectiva para 
cada distrito o municipio.

Artículo 21. Administración de Fontaxi. Corres-
ponde a una junta directiva conformada por:

1. El Ministro de Trasporte o su delegado.
2. Por dos (2) representantes legales de las empre-

sas de transporte individual.
3. Por dos (2) representantes de los propietarios de 

vehículos de transporte individual de pasajeros.
4. Por cuatro (4) representantes de asociaciones de 

conductores de taxis.
La junta directiva nombrará a un presidente el cual 

será el representante legal de Fontaxi.
Artículo 22. Constitución de Fontaxi. La constitu-

ción Fondo de Formación y Capacitación Profesional 
de Conductores de Taxis - Fontaxi, se hará mediante 
estatuto expedido por la junta directiva de Fontaxi que 
deberá ser elevado a escritura pública, y deberá ser 
registrada en la respectiva Cámara de Comercio como 
una entidad sin ánimo de lucro.

Artículo 23. Obligaciones especiales de las em-
presas. Además de las obligaciones establecidas en la 
normatividad vigente para las empresas del servicio 
de transporte público terrestre automotor individual 
de pasajeros, se deben cumplir las siguientes:

a) Dotar o facilitar a la totalidad de los vehículos 
de nivel de lujo y limosinas, de equipos y tecnología 
de la información y comunicación, para la correcta 
operación, administración y control de los vehículos, 
sus conductores y los pasajeros;

b) Contar con una central de control que garantice 
el monitoreo y seguimiento de la operación de todos 

c) Llevar indicadores y estadísticas sobre la ope-
ración;

d) Mantener registro de los usuarios que utilicen 
el nivel de servicio de lujo y limosinas, que como 

-
rección, recorridos, fecha, hora, costo del servicio y 

disposición de las autoridades de control y vigilancia;
e) Exigir a los conductores y propietarios de taxis, 

respeto de normas de tránsito y transporte, atención y 
calidad del servicio prestado a los usuarios durante los 

competencias laborales.

empresas de taxis y las autoridades competentes;
f) Las empresas y los propietarios vigilarán que 

los conductores de servicios de lujo tengan una ex-
periencia de por lo menos 5 años como conductor de 

-
petentes y haber tenido tarjetón de conductor por el 
mismo tiempo.
Artículo 24. La presente ley rige a partir de la fecha de 
su promulgación y deroga todas aquellas disposicio-
nes que le sean contrarias.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. Objeto del Proyecto
El proyecto que se presenta al honorable Congreso 

de la República tiene como principal objetivo mejorar 
las condiciones de seguridad social de las personas 

TAXI, mejorando de esta manera las condiciones so-
cioeconómicas de dichas personas; así mismo, preten-
de fortalecer la seguridad personal de los pasajeros 
quienes deben acceder a la prestación del servicio en 
condiciones de garantías mínimas.

2.

Frente a la necesidad de seguridad social de los 
conductores de vehículos de servicio público, la Cor-
te Constitucional en Sentencia C-579 de 1999, con la 
Ponencia del Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz 
manifestó:

“…Distintos artículos de la Ley 336 de 1996 tie-
nen relación con el tema de la seguridad, pero es el 
capítulo octavo el que se ocupa de manera detalla-
da con este asunto. Los artículos que lo componen 
contienen diferentes normas destinadas a garantizar 
la seguridad de la prestación del servicio de trans-
porte, tales como que los equipos deben cumplir con 
unas condiciones técnicas determinadas (artículos 31 
y 32); que el gobierno debe establecer las normas y 
desarrollar los programas que permitan realizar con-
troles efectivos de calidad sobre las partes y repues-
tos de los equipos (artículo 33); que las empresas de 
transporte deben velar por que los conductores de los 
equipos cuenten con la licencia de conducción vigen-

seguridad social (artículo 34); que las mismas empre-
sas deben desarrollar tanto programas de medicina 
preventiva para garantizar la idoneidad física y men-
tal de los conductores, como programas de capacita-
ción de los operadores de los equipos para garantizar 

que las empresas deben contratar directamente a los 
conductores y responder solidariamente para todos 
los efectos, junto con los dueños de los equipos, así 
como cumplir con las normas sobre la jornada máxi-
ma de trabajo (artículo 36); que las empresas deben 
tomar los seguros requeridos para poder responder 
por los daños causados en la operación de los equi-
pos (artículos 37 y 38), etc.

Como se observa, la Ley 336 hace un énfasis espe-
cial en la necesidad de que la actividad del transporte 
se realice en condiciones de seguridad. Empero, de 
acuerdo con las medidas establecidas por la ley en 
torno al tema de la seguridad se percibe que estas 
condiciones no dependen únicamente del estado de 
los equipos, sino que también se derivan de la situa-
ción de los conductores u operadores de los mismos. 
Por eso, en la ley se atiende tanto a las necesidades 
de seguridad social de los conductores, como a sus 
requerimientos de capacitación y a la garantía del 
pago de sus salarios y del cumplimiento de jornadas 
máximas de trabajo. La relevancia de la situación 
de los conductores para la seguridad del servicio de 
transporte fue destacada por el Ministro de Transpor-
te de aquel entonces, Juan Gómez Martínez, quien en 
la exposición de motivos del proyecto que se conver-
tiría en la Ley 336 de 1996 expuso: “(…) se destaca 

cómo la seguridad constituye el eje central alrededor 
del cual debe girar la actividad transportadora, espe-
cialmente en cuanto a la protección de los usuarios, 
pero sin desconocer que ella es igualmente predicable 
de los conductores, de los equipos, las mercancías y 
los empresarios, por ejemplo, todo en aras a garanti-
zarle a los habitantes la efectiva prestación del servi-
cio, entre otras cosas, promoviendo la utilización de 
medios de transporte masivo…”.

(…)
“…Las normas atacadas persiguen tanto garanti-

zarle a los conductores de los equipos de transporte 
condiciones dignas de trabajo y el pago de sus acreen-
cias laborales, como regular las relaciones entre los 
distintos sujetos intervinientes en esa actividad, con 

eso es que se establece que los conductores deben ser 
contratados directamente por las empresas, que estas 
responden solidariamente con los dueños de los equi-
pos ante aquellos y que el Gobierno debe expedir las 
normas necesarias para crear relaciones equitativas 
entre los distintos participantes en la actividad del 
servicio público del transporte. Con la expedición de 

-
ción del Estado colombiano como un Estado social, 
en la medida en que intenta regular las relaciones que 
se generan alrededor de la actividad del transporte 

puede perseguirse de distintas maneras o a través de 
distintas regulaciones. La ley ha optado por las que 
se analizan y la Corte no encuentra ningún motivo 
para declarar su inconstitucionalidad total o parcial 
ni para condicionar su declaración de exequibilidad. 
Y si bien se podría argumentar que las disposiciones 
no son adecuadas o convenientes, o no consultan las 
condiciones del sector, lo cierto es que ese tipo de 
análisis es extraño a la Corte, la cual debe concen-
trar su estudio en el examen de sí las normas acusa-
das vulneran el texto constitucional…”.

El artículo 34 de la Ley 336 de 1996 (Estatuto Ge-
neral del Transporte), determina:

Las empresas de transporte público 
están obligadas a vigilar y constatar que los conducto-
res de sus equipos cuenten con la licencia de conduc-
ción vigente y apropiada para el servicio, así como 

prevean las disposiciones legales vigentes sobre la 
materia. La violación de lo dispuesto es este artículo 
acarreará las sanciones correspondientes.

Así mismo el artículo 36 de la misma ley de-
termina:

Los conductores de los equipos des-
tinados al servicio público de transporte serán contra-
tados directamente por la empresa operadora de trans-
porte, quien para todos los efectos será solidariamente 
responsable junto con el propietario del equipo.

La jornada de trabajo de quienes tengan a su cargo 
la conducción u operación de los equipos destinados 
al servicio público de transporte será la establecida en 
las normas laborales y especiales correspondientes.

En el caso de las empresas que prestan el servi-
cio de transporte individual de pasajeros, la relación 
contractual con los operadores de los vehículos, en la 
realidad, dista mucho de lo considerado en la norma-
tividad vigente, en tanto, lo que ocurre, es que quienes 
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-
-

nes labores propiamente dichas, es el propietario del 
vehículo.

La circunstancia relatada se da, por cuanto las em-
presas que prestan este servicio no tienen un control 

que les impide que las previsiones legales ya transcri-
tas, concretamente la establecida en el artículo 34 de 
la Ley 336 de 1996 se constaten.

la práctica que el propietario del vehículo, cumplien-

empresa habilitada para la prestación de ese servicio, 
se comprometa a cumplir unas obligaciones conteni-
das dentro de un contrato de vinculación y cancele 
en periodos regulares de tiempo una contraprestación 
que se denomina el rodamiento, igualmente debe can-
celar en esos mismos periodos de tiempo las pólizas 
que amparan la responsabilidad civil contractual y ex-
tracontractual.

Las circunstancias descritas hacen que las empre-
sas en su mayoría, pierdan contacto tanto con el ve-
hículo como con su propietario, si es que este se en-
cuentra a paz y salvo con los conceptos consignados 
en el contrato de vinculación.

La empresa vuelve a tener algún tipo de interac-
ción con el propietario del vehículo cuando la tarje-
ta de operación, documento esencial que autoriza al 
automotor a prestar el servicio público de transporte, 
está próxima a vencerse.

Si esta circunstancia se evidencia con el propieta-
rio del automotor, que decir de los conductores de los 
automotores, con los cuales las empresas de transpor-
te que prestan el servicio de transporte individual de 
pasajeros no tienen interacción alguna.

Lo anterior lleva a concluir que, al menos en esta 
modalidad de transporte, lo legislado hasta el momen-
to no cumple con las expectativas ni el espíritu de la 
norma, pues la realidad fáctica dista mucho de lo con-
signado en la normatividad vigente, lo que ocurre no 
por falta de control de las autoridades locales, sino 
porque el marco legal no ha sido desarrollado aten-
diendo las verdaderas necesidades del sector lo que 
sin lugar a dudas supone un desafío a la autoridad 

-
mitan efectuar un control claro a la actividad, al me-
nos en lo atinente a la contratación de los conductores.

La falta de interacción entre las empresas y los 
propietarios de los vehículos, con los conductores de 
los mismos, a no dudarlo supone que el control brille 
por su ausencia, pues dichos conductores al parecer 
prestan labores a destajo o bajo contratos verbales de 
arrendamiento del automotor, lo que determina una 
especie de esguince a la normatividad laboral vigente.

Adentrándonos un poco en la forma como los con-
ductores prestan sus servicio, se tiene que en la reali-
dad es el propietario del automotor quien de manera 
autónoma escoge la persona que le conducirá su vehí-
culo, para ello se utilizan variadas fórmulas que van 
desde el alquiler diario del vehículo hasta aquellos que 
aunque no consideran una relación laboral como tal sí 
aportan al conductor alguna suma económica para su 

En el primero de los casos el vehículo es tomado 
por un conductor quien presta el servicio de transpor-

del vehículo, más algunos conceptos adicionales que 
se traducen en el lavado del automotor y la provisión 
completa de combustible.

Algunos han asimilado este tipo de contratación a 
un contrato innominado que puede asemejarse al de 
administración de un vehículo por parte de un tene-
dor, por lo cual cancela un canon diario.

Sin embargo, esta modalidad ha hecho que la po-

día, lo que se traduce en la poca o nula profesionali-

de pericia por parte de muchas de las personas que se 
dedican a esa actividad, o que la misma se convierta 
en una opción rápida para aquellos que no tienen em-
pleo mientras consiguen una oferta de trabajo mejor 
y duradera.

Para lograr contribuir tanto a la seguridad de los 
conductores de taxi, como a la misma seguridad de los 
usuarios que utilizan el servicio, es menester estable-
cer las diferentes modalidades que entratándose del 
servicio de transporte público individual de pasajeros 
pueden pactarse en la contratación de los conductores 
que operaran los vehículos.

Para los anteriores efectos se propone incluirle 
un parágrafo al artículo 34 de la Ley 336 de 1996, 

conductores del servicio de transporte individual de 
pasajeros.

Contrato laboral celebrado por parte del propieta-
rio del automotor. 

Contrato civil de administración del vehículo.
Contrato laboral celebrado por parte de la empresa 

de transporte.
Contrato de prestación de servicios entre el dueño 

del vehículo y el conductor.
En el primer y tercer caso el contrato laboral cele-

brado tendrá que contar con el visto bueno de la em-
presa de transporte, y en él se estipularán las obliga-
ciones de las partes, la remuneración que obviamente 
no podrá ser inferior al salario mínimo legal vigente, 
la jornada de trabajo y la obligación, so pena de decla-
ración de terminación con justa causa del contrato, de 
acudir cada mes a la empresa de transporte con el áni-
mo de refrendar la tarjeta de control respectiva, para 
lo cual la empresa exigirá la comprobación del pago 
de la seguridad social.

En el segundo caso, se deberá elaborar un contrato 
civil de arrendamiento del automotor, dentro del cual 

jornada de utilización del vehículo, en él igualmente 
se pactará lo relacionado con el alistamiento del auto-
motor. La empresa para expedir o refrendar la tarjeta 
de control deberá exigir la comprobación del pago de 
la seguridad social. Además para acceder a esta mo-
dalidad de contratación es necesario como requisito 
previo que el conductor realice un curso de educación 
vial ante el organismo de transito respectivo.

-
de efectuarla el taxista como independiente.
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Tales modalidades de contratación garantizarán 
que los conductores de vehículos tipo taxi, efectiva-

ello en virtud a que, para lograr la refrendación de las 

se tendrá que demostrar el pago de la cotización res-
pectiva.

El Decreto Nacional 172 de 2001 establece a partir 

de porte de la tarjeta de control:
Artículo 48. Tarjeta de control. La empresa ex-

pedirán cada dos (2) meses una tarjeta de control 
a cada uno de los conductores de los vehículos vin-
culados, la cual será de color amarillo y su tamaño 

largo. Será de carácter permanente, individual e 
intransferible.

Su expedición y refrendación serán gratuitas, co-
rrespondiendo a las empresas asumir su costo.

Artículo 49. Requisitos. La empresa expedirá y re-
frendará la tarjeta de control, siempre que los propie-
tarios de los vehículos acrediten el cumplimiento de 
los siguientes requisitos:

1. Presentación del original de la Licencia de 
Tránsito.

2. Presentar el original del Seguro Obligatorio de 
Accidentes de Tránsito vigente.

3. Revisión técnico-mecánica vigente.
4. Tarjeta de operación vigente.

en el contrato de vinculación.
Artículo 50. Contenido. La tarjeta de control, con-

tendrá como mínimo, los siguientes datos:
Fotografía reciente del conductor.
Número de la tarjeta.
Datos personales del conductor.
Grupo Sanguíneo.
Datos de la empresa.
Sitio de control.
Letras y números correspondientes a las placas 

del vehículo.
Firma y sello de la empresa.

vencimiento.
Espacios para efectuar las refrendaciones durante 

Número de Orden.
. Adicionalmente la tarjeta de control 

debe contener la información relacionada con el va-
lor de las tarifas vigentes en el respectivo municipio.

Artículo 51
proporcionar la mayor información a los usuarios del 
Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor 
en Vehículos Taxi, los conductores deben portar la 
tarjeta de control en un lugar visible dentro del ve-
hículo.

Para efectos del respectivo control por parte de las 

de los conductores, se propone que uno de los requisitos 
que deben cumplir los propietarios de los vehículos para 
la expedición de la tarjeta de control sea que se allegue 
copia del contrato laboral o de administración que se tie-
ne con el conductor y para la refrendación se propone 

que sea cada mes y para el efecto, el conductor debe alle-
gar a la empresa copia del comprobante del pago de la 
seguridad social integral.

Igualmente y para garantía de seguridad de los 
usuarios se debe efectuar, por parte de la empresa 
competente una revisión previa de antecedentes de 

para lo cual deberán obtener, previo a la suscripción 
del contrato laboral o de administración del bien, un 

del acuerdo de voluntades.
De los honorables congresistas,

 
SENADO DE LA REPÚBLICA

Secretaría General (Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 24 del mes de septiembre del año 2014 se ra-

dicó en este Despacho el Proyecto de ley número 93, 
con todos y cada uno de los requisitos constituciona-
les y legales, por los honorables Senadores Mauricio 
Lizcano A., Andrés Felipe García.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 24 de septiembre de 2014
Señor Presidente:

de ley número 93 de 2014 Senado, por medio del cual 
se dictan medidas relacionadas con el Transporte 
Individual de Pasajeros, me permito pasar a su Des-
pacho el expediente de la mencionada iniciativa que 
fue presentada en el día de hoy ante Secretaría Ge-
neral, por los honorables Senadores Óscar Mauricio 
Lizcano Arango, Andrés Felipe García Zuccardi. La 
materia de qué trata el mencionado proyecto de ley, 
es competencia de la Comisión Sexta Constitucional 
Permanente del Senado de la República, de confor-
midad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 24 de septiembre de 2014
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la refe-
rencia a la Comisión Sexta Constitucional y envíese 

que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
José David Name Cardozo.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 101 DE 2014 
SENADO

por medio de la cual se establece la red para la  
superación de la pobreza extrema – Red Unidos  

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La presente ley tiene por objeto esta-

blecer la Red para la superación de la pobreza extre-
ma, denominada Red Unidos.

Artículo 2°. . La Red Unidos es el con-
junto de actores que contribuyen en la estrategia de 
superación de la pobreza extrema.

La Red Unidos está conformada por las entidades 
del Estado que presten servicios sociales dirigidos a 
la población en pobreza extrema, alcaldías y gober-
naciones, el sector privado y organizaciones de la 

-
pañamiento familiar y comunitario de acuerdo con el 
artículo 5° de la presente ley.

Artículo 3°. Coordinación Nacional. La Red Uni-
dos desarrollará sus acciones bajo la coordinación de 
la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza 
Extrema que pertenece al Sector de la Inclusión So-
cial y la Reconciliación, sector que dirige el Departa-
mento Administrativo para la Prosperidad Social.

Artículo 4°. . Serán objetivos 

a) Ampliar y mejorar la provisión de servicios so-
ciales del Estado, bajo una acción coordinada y arti-
culada de las entidades nacionales y regionales res-
ponsables de proveer estos servicios;

b) Ofrecer acompañamiento familiar y comunita-
rio a las familias en pobreza extrema;

c) Garantizar acceso preferente de los hogares en 
condición de pobreza extrema a la oferta de servicios 
sociales del Estado;

d) Administrar un sistema de información que per-
mita realizar seguimiento de las condiciones de la po-
blación en pobreza extrema;

e) Propender por la focalización del gasto público 
-

breza extrema;
f) Consolidar un modelo de gestión de los servicios 

sociales del Estado que fortalezca la institucionalidad 
regional y local a través de la articulación efectiva de 
los actores de la Red;

g) Mejorar y adaptar a las demandas de la pobla-
ción en pobreza extrema los servicios sociales del Es-
tado, desde los enfoques diferenciales;

h) Promover y acompañar la inversión social pri-
-

les que debe garantizar el Estado para que los hogares 

de los programas e iniciativas adelantados por el sec-
tor privado, las organizaciones de la sociedad civil y 
la cooperación internacional;

i) Promover a través del sector público y privado 
la estructuración e implementación de proyectos de 

-

en condición de pobreza extrema y permitan trazar ru-
tas de escalonamiento en el marco de la Red Unidos.

Artículo 5°. . Ha-

acompañamiento familiar y comunitario:
a) Los hogares en condición de pobreza extrema, de 

acuerdo con los criterios establecidos por la Agencia 
Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema;

vivienda de interés prioritario -subsidio de vivienda 
urbano en especie, u otros proyectos estratégicos del 
Gobierno Nacional dirigidos a la población en pobre-
za extrema;

c) Las comunidades indígenas en situación de po-
breza extrema de acuerdo con los criterios estableci-
dos por la Red y por las normas que rigen el acceso 
preferencial de esta población;

se encuentren en condición de pobreza extrema, de 
acuerdo con los criterios establecidos conjuntamente 
por el Departamento Administrativo para la Prosperi-
dad Social, La Agencia Nacional para la Superación 
de la Pobreza Extrema y la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas.

Parágrafo 1°. Para efectos de la presente Ley se en-
tiende por población en pobreza extrema aquella que 
tiene por alcanzar indicadores multidimensionales y 
un nivel de ingresos de acuerdo con las mediciones 

Parágrafo 2°. Los hogares en condición de po-
breza extrema a que hace referencia el numeral 1 del 

-
gramas Sociales del Estado, denominado Sisben, o el 
instrumento de focalización que haga sus veces, de 

-
sión Intersectorial de la Red Unidos.

-
yectos de vivienda de interés prioritario –subsidio de 

-
dos por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio.

Parágrafo 4°. Para las comunidades indígenas el 
instrumento de focalización serán los listados censa-
les que por derecho propio tienen los pueblos y comu-
nidades indígenas en todo el territorio nacional y que 
desde su propia perspectiva cultural, se consideren en 
condición de pobreza extrema.

Artículo 6°. Comisión Intersectorial de la Red Uni-
dos. Se crea la Comisión Intersectorial para la Supera-
ción de la Pobreza Extrema, denominada Red Unidos, 
que es el espacio de articulación y seguimiento a las 
acciones e intervenciones dirigidas a la población en 
pobreza extrema de las entidades que la conforman.

Parágrafo 1°. Las funciones y demás aspectos ope-

en los decretos reglamentarios de la presente ley de 
acuerdo con el artículo 24. 

Parágrafo 2°. La Comisión Intersectorial se reu-
nirá bimensualmente por convocatoria de la Agencia 
Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema, 
quien ejercerá la Secretaria Técnica y será Presidente 
el director (a) del Departamento Administrativo para 

P R O Y E C T O S   D E   L E Y
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la Prosperidad Social, quien solo la podrá delegar en 
el subdirector (a).

Artículo 7°. Integrantes de la Comisión Intersec-
torial de la Red Unidos. Hacen parte de la Comisión 
Intersectorial para la Superación de la Pobreza Extre-
ma, Red Unidos:

a) El Ministro del Interior, quien podrá delegar a 
sus Viceministros o un Director Técnico;

b) El Ministro de Defensa Nacional, quien podrá 
delegar al Director de Reclutamiento del Ministerio;

c) El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, 
quien podrá delegar a sus Viceministros o un Director 
Técnico;

d) El Ministro de Salud, quien podrá delegar a sus 
Viceministros o a un Director Técnico;

e) El Ministro de Trabajo, quien podrá delegar a 
sus Viceministros o a un Director Técnico;

f) El Ministro de Cultura, quien podrá delegar a su 
Viceministro (a) o a un Director Técnico;

g) El Ministro de Comercio, Industria y Turismo, 
quien podrá delegar en sus Viceministros o a un Di-
rector Técnico;

h) El Ministro de Educación Nacional, quien podrá 
delegar a sus Viceministros (a) o a un Técnico;

i) El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio, 
quien podrá delegar a sus Viceministros (a) o a un Di-
rector (a) Técnico;

j) El Ministro de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, quien podrá delegar a sus Vice-
ministros (a) o a un Director Técnico;

k) El Director del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social, quien podrá delegar al 
Subdirector (a) General;

l) El Director del Departamento Nacional de Pla-
neación, quien podrá delegar a Subdirectores (a) o a 
un Director (a) Técnico;

m) El Director (a) de Agencia Nacional para la Su-
peración de la Pobreza Extrema, quien podrá delegar 
a un Director (a) Técnico; 

n) El Director del Servicio Nacional de Apren-
dizaje, (Sena), quien podrá delegar a un Director 
Técnico;

o) El Director (a) del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, (ICBF), quien podrá delegar en el 
Subdirector (a) General Técnico;

p) El Director (a) de la Unidad Administrativa de 
Reparación Integral de Víctimas, quien podrá delegar 
en Subdirector (a) General o en un Director Técnico;

q) El Director (a) de la Unidad Administrativa Es-
pecial para la Consolidación Territorial, quién podrá 
delegar en un Director;

r) El Director (a) de la Unidad Administrativa Es-
pecial para las Organizaciones Solidarias, quien podrá 
delegar en Subdirector (a) General o en un Director 
Técnico El Director de la Unidad de Servicio Público 
de Empleo, o su delegado de nivel asesor;

s) El Registrador (a) Nacional del Estado Civil, 
quien podrá delegar en el Registrador (a) Delegado 

t) El Defensor (a) del Pueblo quien podrá delegar 
en la Primera Adjunta o en una de las Defensorías Ad-
juntas. 

Parágrafo. -
miento de sus objetivos y funciones podrá, en calidad 

de invitados, convocar a otros Ministerios o funciona-

diferentes ramas del sector público así como a diferen-
tes actores del sector privado y la sociedad civil, si así 
lo considera pertinente, los cuales podrán participar en 
las deliberaciones y tendrán voz pero no voto.

Artículo 8°. Comisiones Intersectoriales Regiona-
les de la Red Unidos. La Agencia Nacional para la 
Superación de la Pobreza Extrema podrá convocar al 
pleno de integrantes de la Comisión Intersectorial de 
la Red Unidos a sesionar en cualquier región del país 
en la que se considere necesaria la concertación de 
Planes de Acción con visión regional entre las auto-
ridades nacionales y las regionales para la superación 
de la pobreza extrema.

El seguimiento al cumplimiento y ejecución de los 
planes de acción regionales para la superación de la 
pobreza extrema está a cargo de la Agencia Nacional 
para la Superación de la Pobreza Extrema, quien de-
berá reportar los avances a la Comisión Intersectorial 
de la Red Unidos.

Artículo 9°. Competencias de las Entidades Terri-
toriales. Para el adecuado funcionamiento de la Red 
Unidos las Alcaldías, Distritos y/o Gobernaciones ga-
rantizarán el acceso preferente a la oferta en lo de su 
competencia.

Parágrafo 1°. Las Entidades Territoriales designa-
rán un Secretario de Despacho como delegado perma-
nente ante la Agencia Nacional para la Superación de 
Pobreza Extrema –ANSPE para coordinar y articular 
los temas que trata la presente ley. 

Parágrafo 2°. Las entidades departamentales, dis-
tritales y municipales, podrán implementar la Estra-
tegia de Superación de Pobreza Extrema desde su 
perspectiva regional con la asistencia técnica y acom-
pañamiento de la Agencia Nacional para la Supera-

su propio Plan de Acción en el ámbito de los Consejos 
de Política Social.

Parágrafo 3°. La Agencia Nacional para la Supe-
ración de la Pobreza Extrema podrá asistir a las en-
tidades territoriales en la formulación de proyectos 
y programas que garanticen oferta de servicios a la 
población en pobreza extrema.

Artículo 10. La Oferta de Servicios Sociales del 
Estado u Oferta Pública. Los servicios sociales del 
Estado a que hace referencia la presente ley, son aque-
llos relacionados de manera directa o indirecta con las 
dimensiones del Índice de Pobreza Multidimensional 

Parágrafo. Las dimensiones en el marco del Acom-
pañamiento Familiar y Comunitario de la población 
en pobreza extrema, serán revisadas y actualizadas 
cada dos años por la Agencia Nacional para la Supe-
ración de la Pobreza Extrema y serán informadas a la 
Comisión Intersectorial de la Red Unidos.

Artículo 11. Acceso preferente. Las entidades del 
nivel nacional, departamental, distrital y municipal 
garantizarán el acceso preferente de la oferta de ser-
vicios y programas sociales a los hogares en condi-

artículo 5°.
Artículo 12. Acompañamiento. El acompañamien-

-
mero 4160 de 2011 es la oferta social propia de la 
Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza 
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Extrema y en ese orden, es la citada Agencia la que 

y la organización territorial en la que desarrollará su 
-

miento familiar y comunitario y el acceso preferente 
de los servicios sociales del Estado.

Artículo 13. Sistema de Información. La Agen-
cia Nacional para la Superación de Pobreza Extrema 
administrará un sistema de información que permita 
caracterizar y hacer seguimiento a su población bene-

el acceso de la información a las Entidades de la Red 

Artículo 14. -
ciarios de la Red Unidos. La Agencia Nacional para 

-

lo cual implicará la terminación del acompañamiento 
familiar y comunitario y el acceso preferente a nuevos 
programas sociales que gestione la Agencia.

Unidos no implica la salida de los programas sociales 
a los que accedió mientras permanecieron en la Red. 

-
ciones de salida. 

Artículo 15. . El acompaña-
miento familiar y comunitario se implementará en los 
departamentos, distritos y municipios así como en los 

Agencia Nacional para la Superación de Pobreza Ex-
trema, teniendo en cuenta los indicadores de pobreza 

 
Artículo 16. Financiación. El Gobierno Nacional 

deberá proveer anualmente los recursos requeridos 
para garantizar el acompañamiento familiar y comu-

-
to del sistema de información, de acuerdo con el mar-

Artículo 17. Marco de Lucha contra la Pobreza 
extrema en el Mediano Plazo. Durante los primeros 
quince (15) días del mes de Agosto a partir de entrada 
en vigencia la presente ley, el Gobierno Nacional de-
berá presentarle al Congreso de la República el Marco 
de Lucha contra la Pobreza extrema en el Mediano 
Plazo. Este documento deberá al menos desarrollar 
los siguientes puntos:

a) Un programa plurianual de lucha contra la po-
breza extrema;

b) Metas plurianuales de reducción de las cifras 
-

mensional que recoja las recomendaciones de la co-
munidad académica como por ingreso autónomo. Se 
deberá incorporar el uso del Índice de Pobreza Multi-
dimensional, IPM, para cualquier medición que inda-
gue sobre la pobreza extrema de la población;

c) Mediciones de las cifras de desigualdad, po-
-

tidimensional que recoja las recomendaciones de la 
comunidad académica como por ingreso autónomo;

los diversos programas del Sistema de Promoción 
Social;

e) Estudio y análisis de los resultados de la lucha 
contra la pobreza extrema que se hayan generado 
durante el año anterior a la entrada en vigencia de la 
presente ley. Lo anterior con miras a determinar las 

acciones necesarias para intervenir las desviaciones 
respecto a las metas planteadas;

que los programas impulsados cumplan con las me-
tas de reducción de la pobreza extrema que se hayan 
establecido;

g) Análisis de la evolución de los Logros Básicos 
de Unidos;

h) Evaluación de la focalización del gasto público 
social y de los diversos programas que componen la 
oferta de servicios sociales del Estado;

i) Evaluaciones de impacto de los diversos progra-
mas que componen la oferta de servicios sociales del 
Estado provistos por las entidades vinculadas en la 
presente ley.

el inciso “c” del presente artículo deberán ser realiza-
das anualmente por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística, estableciendo indicadores 
homogéneos y comparables en el tiempo, y que sigan 
las recomendaciones de la comunidad académica. 

Parágrafo 2°. Las evaluaciones de impacto a las 
-

berán ser contratadas con instituciones autónomas e 
independientes del Gobierno Nacional y deberán rea-
lizarse con una periodicidad no superior a cinco años 
para cada programa. 

Artículo 18. Marco de Lucha contra la Pobreza ex-
trema para las Entidades Territoriales en el Mediano 
Plazo. Anualmente y a partir de la vigencia de la pre-
sente ley, los departamentos, los distritos y los munici-
pios de categoría especial 1 y 2 y a partir de la vigencia 
2013, los municipios de categorías 3, 4, 5 y 6 deberán 
presentar a la respectiva asamblea o concejo municipal, 
a título informativo, un documento en el cual se con-
signe el marco de lucha contra la pobreza extrema en el 
mediano plazo del respectivo ente territorial.

Dicho Marco se presentará antes del quince (15) 
de Junio de cada año y deberá contener como mínimo 
los siguientes puntos:

a) Un programa plurianual en el que se consigne la 
estrategia de lucha contra la pobreza extrema;

b) Las metas de cubrimiento local para los diver-
sos programas de lucha contra la pobreza extrema;

c) Estudio y análisis de los resultados de la lucha 
contra la pobreza extrema que se hayan generado du-
rante el año anterior a la entrada en vigencia de la pre-
sente ley;

de lograr la cobertura necesaria para cumplir con las 
metas de reducción de la pobreza extrema que se ha-
yan planteado.

Parágrafo. El marco de lucha contra la pobreza ex-
trema para las entidades territoriales en el mediano 
plazo, se realizará siguiendo los lineamientos que de-
termine el Gobierno Nacional mediante el programa 
de Asistencia Territorial que desarrolla el título 5 de 
la presente ley.

Artículo 19.  En un plazo 
no superior a tres años de entrada en vigencia de la 
presente ley todos los programas oferta de servicios 

-
lidad que corresponda. 

Artículo 20. Seguridad Alimentaria y Nutricional. 
Es necesario que la estrategia de coordinación para la 
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lucha contra la pobreza extrema se articule con la Po-
lítica Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricio-
nal vigente así como con las iniciativas de seguridad 
alimentaria y nutricional que se lleven a cabo. 

Artículo 21. Participación política. A los profe-
sionales y técnicos que realicen el acompañamiento 
familiar y comunitario a los hogares en pobreza ex-

a su cargo, en actividades políticas partidistas o en 
cualesquiera otras acciones ajenas a las previstas en 
esta ley.

Artículo 22. Programa de Asistencia Territorial. La 
Comisión Intersectorial para la Pobreza extrema debe-
rá implementar en un plazo no superior a un (1) año, 
después de la entrada en vigencia de la presente Ley, 
un programa que asista a las entidades territoriales en 
la elaboración del marco de lucha contra la pobreza ex-
trema para entidades territoriales en el mediano plazo, 
el cual señalará los lineamientos técnicos mínimos que 
este debe contener, y el diseño de las estrategias territo-
riales para la superación de la pobreza extrema.

Artículo 23. Las entidades estatales tendrán en 
cuenta los proyectos productivos de familias vulnera-
bles y de los pequeños productores locales dentro de 
los procesos de adquisición de bienes y servicios, en 
especial, en proyectos agrícolas y de otros productos 
alimenticios que se estén desarrollando al interior de 
las mismas Entidades Territoriales.

Parágrafo 1°. Para el cumplimiento del objeto 
contractual las empresas que tengan contratos con 
cualquier entidad estatal del país, deberá invertir no 
menos del diez por ciento (10%) de sus suministros 
dentro de la mismo municipio o departamento donde 
se ejecute el contrato y priorizar la inclusión en la eje-
cución contractual de mano de obra el personal que se 
encuentre en extrema pobreza. 

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional en un término 
no superior a un (1) año, contado a partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley, reglamentará la materia 
teniendo en cuenta las características de las entidades 
territoriales.

Artículo 24. Decretos reglamentarios. El Gobierno 
Nacional en un término no superior a un (1) año, con-
tado a partir de la entrada en vigencia de la presente 
Ley, deberá expedir los decretos reglamentarios sobre 
el funcionamiento de la Red para la Superación de la 
Pobreza Extrema Unidos, previa concertación del con-
tenido de dicha reglamentación con la Comisión Inter-
sectorial para la Superación de la Pobreza Extrema.

Artículo 25. Las disposiciones contenidas en la 
presente ley rigen a partir de su publicación y derogan 
las disposiciones que le sean contrarias.

De los congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El propósito del presente proyecto es elevar a 

rango legal la red para la superación de la pobreza 
extrema – Red Unidos – para así mejorar las condi-
ciones de vida de las familias en situación de pobre-
za extrema y buscar que las mismas dejen atrás esa 
condición. Regulando el programa mediante una ley, 
se asegurará que los esfuerzos por reducir la pobreza 
extrema sean una política de Estado, garantizando así 
la continuidad de los programas.

No es la primera vez que se radica esta iniciativa. 
Dada su relevancia y necesidad hemos venido insis-
tiéndole al honorable Congreso de la República en su 
trámite y aprobación con la seguridad y certeza que 
esta iniciativa contribuirá a la eliminación progresiva 
de la pobreza extrema en Colombia1. 

Entre junio de 2010 y junio de 2014 la tasa de po-
breza monetaria se redujo 7.9 puntos porcentuales, 
llegando a 29.3% de la población. La pobreza extre-
ma, en el mismo periodo, se redujo 3.9 puntos porcen-
tuales de 12.3% de la población a 8.4%2. Estos avan-
ces son producto de las estrategias adoptadas para 
enfrentar esta condición. Sin embargo, es necesario 
consolidarlas de tal manera que los avances alcanza-
dos sean sostenibles en el tiempo y permitan seguir 
reduciendo los índices anteriormente mencionados. A 

-
sultados anuales de pobreza y pobreza extrema.

Fuente: DANE

Fuente: DANE
En 2006 se esperaba que con la implementación 

de la Red de Protección Social contra la Extrema Po-
breza (Conpes Social 102) en 2010 la pobreza y la 
pobreza extrema alcanzaran niveles cercanos a 39% 
y 7.2% de la población respectivamente. Se esperaba 
1 Proyectos de ley 098 de 2011 Cámara.- 46 de 2011 

Senado.
2 Fuente: DANE - Gran Encuesta Integrada de Hogares 

(2008-2014).
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también que la pobreza alcanzara 20% y la pobreza 
extrema 4,8% en 2019.

El Gobierno Nacional ha logrado mediante sus ac-
tuaciones acercarse a las metas de pobreza, sin embar-
go aún se requiere un mayor impulso a las políticas 
de pobreza extrema para consolidar la tendencia de 
reducción que se ha conquistado y para alcanzar las 
metas que se ha propuesto el Estado.

La tendencia decreciente se evidencia al comparar 
a Colombia con otros países de América Latina y el 
Caribe. Según la Cepal Colombia es el 7° país con 
menor nivel de pobreza extrema dentro de un grupo 
de 18 países de América Latina y el Caribe, lo cual es 
una mejora con respecto al 2008 cuando se ubicaba en 
el puesto 11.3

-
nismo para reducir la pobreza en un país es el creci-
miento económico, aunque esto es en principio cier-

programas de protección social y asistencia social son 
determinantes para obtener logros importantes en ma-
teria de pobreza.

En este sentido, se debe destacar que el avance en 
la pobreza extrema se ha visto acompañado de una 
mayor igualdad en la distribución de la riqueza. Los 
reportes de la CEPAL muestran que Colombia, en 
comparación con 18 países de América Latina y el 
Caribe, avanzó desde el puesto 16 en 2008 en un coe-

-
ciente de GINI con un valor de 0.545 en 2011.4 (En el 
2013 el GINI se encuentra con aún mejor con 0.539)

Lo anterior es indicativo del compromiso asumi-
do con políticas que reducen la pobreza extrema y 
las cuales deben tener continuidad en el tiempo. Sin 
embargo, para mantener los avances destacados ante-
riormente se deben fortalecer dos aspectos cruciales:

1. Teniendo en cuenta las brechas existentes en 
pobreza y desigualdad entre las zonas centrales y las 
periferias, se requiere diseñar estrategias territoriales 
para la superación de la pobreza extrema, en donde 
los gobiernos regionales y locales deben tener un pa-
pel protagónico.

2. Se debe desarrollar un marco normativo, en el 
cual se establezca competencias y responsabilidades 
de las entidades vinculadas a la red de protección so-
cial, que facilite la coordinación entre las distintas en-
tidades y delimite los lineamientos estratégicos.

La estrategia Unidos ha planteado 9 aspectos indis-
pensables para mejorar las condiciones de vida de las 
familias en situación de pobreza extrema, estas son:

2. Ingresos y Trabajo.
3. Educación y Capacitación.
4. Salud.
5. Nutrición.
6. Habitabilidad.
7. Dinámica Familiar.
8. Bancarización y Ahorro.

3 Juan Alberto Fuentes Knight (ed.), “Inestabilidad y des-
igualdad: la vulnerabilidad del crecimiento en Amé-
rica Latina y el Caribe”, Libros de la CEPAL, N° 128 
(LC/G.2618-P), Santiago de Chile, Comisión Económi-
ca para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2014. Pá-
gina 151, datos con corte a 2011.

4 Ibídem página 158.

9. Acceso a la Justicia.
-

los ingresos de una familia, las condiciones de vida 
que requiere una persona para poder desarrollarse li-
bremente y por ende superar las situaciones de pobre-
za extrema. A continuación se realiza una conceptua-
lización sobre la pobreza.

5

diferentes mecanismos para concepción. Sin embargo, 
-

rentes a nivel nacional que se presentan a continuación. 
Para Amartya Sen, reconocido por sus contribu-

ciones en esta materia, un individuo o familia es po-
bre si cumple con las siguientes condiciones: i) carece 
de un conjunto razonablemente amplio de elecciones 
posibles, es decir, el individuo no es libre, con una in-
terrelación independiente del vector de funcionamien-
tos elegidos, y ii) no puede alcanzar funcionamientos 
(estados o acciones) constitutivos de la vida, en otras 
palabras, se dice que el individuo no puede funcionar.

en las capacidades es preciso aclarar tres conceptos 
fundamentales propios del enfoque de Sen: 

-
nes y estados que al interrelacionarse constituyen la 
vida de una persona. Entre los ejemplos de funciona-

2. Realización que puede entenderse como el con-
junto de sus funcionamientos, es decir, los que efecti-
vamente elige el individuo.

3. Capacidad, es el concepto más importante por 
cuanto es la contribución fundamental de Sen (1992) 

-
bertad del individuo para llevar un tipo de vida u otro.

En el enfoque de pobreza como falla en las capa-
cidades, el concepto bienestar (welfare) adquiere una 
connotación diferente a la convencional que está más 
relacionada con el concepto utilitarista del disfrute 
obtenido por el individuo después de la elección. Se 
trata del bien-estar (well-being) que incluye la situa-
ción del individuo en el momento previo a la elección. 
El bien-estar de una persona puede entenderse como 
la calidad de su vida y la capacidad se interrelaciona 
con el de dos formas:

• En el momento previo a la elección donde el bien-
estar alcanzado depende de la capacidad de elección. 
Independientemente de cuáles sean los funcionamien-
tos alcanzados, la posibilidad de haber elegido entre 
un grupo razonable y amplio de opciones es constitu-
tivo del bien-estar.

• En el momento posterior a la elección, en el cual 
cuando el conjunto particular de funcionamientos al-
canzados corresponde al bien-estar de una persona, la 
capacidad para alcanzar los funcionamientos valiosos 
constituye la base de la libertad. Pobreza como falla 
en las capacidades o fracaso desde el punto de vista de 
las capacidades puede entenderse como la imposibili-
dad por parte de un individuo de obtener las realiza-
ciones valiosas y de esta manera comenzar un proceso 
de expansión de oportunidades.
5 De la Asistencia a la Promoción Social. Hacia un sistema 

de Promoción Social. DNP, 2008.
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Por su parte, la Misión para el Diseño de una Estra-
tegia para la Reducción de la Pobreza y la Desigualdad, 

-
ción del bienestar no solo material (consumo de alimen-
tos, vivienda, educación, salud, entre otros) sino que se 

personal y de los bienes; vulnerabilidad a la salud, a los 
desastres y a las crisis económicas; exclusión social y 
política; y libertad de realización de capacidades.

En cuanto a las políticas que ayudan a los hogares 
a manejar el riesgo que implica la pobreza se pueden 
agrupar en tres categorías: prevención, mitigación y 
superación. Al respecto López y Núñez (2007)6 rea-
lizan una descripción detallada de las tres categorías:

“El objetivo de la prevención es reducir la proba-
bilidad de un riesgo negativo, e incluye acciones en 
educación y capacitación, salud pública y reducción 
de riesgos en el mercado laboral, entre otros. Algunos 
de estos mecanismos pueden ser útiles para atender a 
hogares no pobres pero con alta vulnerabilidad y con 
un ingreso que los situará en pobreza en el futuro, es 
decir, al 6,9% de los hogares en Colombia. También 
pueden ser útiles para atender a la población pobre y 
vulnerable, pero que se espera salga de la pobreza en 
el futuro (10,6% de los hogares).

La segunda estrategia de manejo del riesgo –la 
mitigación– busca reducir los posibles efectos nega-
tivos de un choque futuro y su principal mecanismo 
de atención es el aseguramiento. Esta estrategia puede 
ser útil para atender a la población pobre con baja vul-
nerabilidad (20,7% de los hogares) y, nuevamente, a 
la población pobre y vulnerable con ingreso esperado 
superior a la línea de pobreza (10,6% de los hogares). 
Algunos mecanismos de mitigación del riesgo, tales 
como las capacitaciones cortas o un seguro de des-
empleo, pueden ayudar a que estos hogares que son 
pobres actuales pero no pobres futuros (31,3% de los 
hogares en total) salgan de pobreza.

La tercera estrategia de manejo del riesgo, la supe-
ración, busca aliviar el impacto de los riesgos una vez 
éstos se han producido, y sus principales mecanismos 
incluyen las transferencias y los subsidios. Este tipo 
de atención es útil para los hogares que se encuentran 
en pobreza y, en adición, son vulnerables –los pobres 
crónicos–; es decir, 16,6% de los hogares en el país. 
Teniendo en cuenta que estos hogares tienen una pro-
babilidad baja de salir de la pobreza, la atención que se 
dirija a ellos puede llegar a ser permanente, y debe cu-
brirlos en aspectos como nutrición, salud y educación”.

Una de las principales observaciones de uno de 
libros más relevantes en materia de lucha contra la 
pobreza en América Latina en los últimos años como 

en Jefe para la región del Banco Mundial (Perry et 
al)7, es que si la desigualdad permanece constante, el 
crecimiento es menos efectivo en reducir la pobreza 
en países con una distribución desigual de la riqueza. 
Un corolario de lo anterior es que la elevada desigual-
6 Hugo López Castaño, Jairo Núñez Méndez 2007. Pobre-

za y desigualdad en Colombia. Diagnóstico y estrate-
gias. Departamento Nacional de Planeación. Colombia, 
Bogotá 2007. Página 103.

7 Perry, G. et.al. 2006. “Reducción de la pobreza y creci-
miento: Círculos virtuosos y círculos viciosos”. The In-
ternational Bank for Reconstruction and Development. 
Banco Mundial. Washington, D.C.

dad en la región y el estancamiento económico entre 
la década de los ochenta y el 2003 explicaron en parte 
la persistencia de la pobreza.

Según la publicación, el énfasis entre la distribu-
ción y el crecimiento como herramientas para reducir 
la pobreza depende las características de cada país. 
Los países pobres como Bolivia, Haití y Honduras, 
tienen poco que distribuir, y necesitan por tanto un 
elevado crecimiento. En contraste, países relativa-
mente más ricos y desiguales como Argentina, Mé-
xico, Brasil y Colombia, necesitan tanto un elevado 
crecimiento como redistribución si quieren lograr 
avances importantes en términos de reducción de la 
pobreza.

Cuadros

Fuente: Perry, G. et.al. 2006. “Reducción de la 
pobreza y crecimiento: Círculos virtuosos y círculos 
viciosos” página 6.

 El cuadro presenta las tasas 
de crecimiento que dejarían invariable a la pobreza 

-
lores más altos indican que la desigualdad desempe-
ña una función más importante en la reducción de la 
pobreza.

Los cálculos presentados en el Cuadro 1 son re-
levantes si se tiene presente que en Colombia la re-
ducción de la pobreza de los últimos años ha estado 
acompañada de una reducción de la desigualdad me-
dida por el Gini. Esta mejoría no solo ha sido abso-
luta sino también relativa con respecto a otros países 
de la región de Latino América y el Caribe. Como se 
muestra en el Cuadro 2, Colombia avanzó 5 puestos 
en igualdad con respecto a la región, al pasar de ser el 
país número 16 de 18 con menor igualdad en 2008 a 

se muestra como Colombia ha seguido mejorando la 
distribución de la riqueza hasta la actualidad.
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Fuente: Comisión Económica para América Lati-
na y el Caribe (CEPAL 2014), base de datos Cepalstat 
Cálculos: UTL Senador Mauricio Lizcano.

a) Corresponde a áreas urbanas. El dato de 2008 
es de 2009.

b) 1990 corresponde a áreas urbanas. El dato de 
1990 es de 1989 y el de 2008, de 2009.

c) El dato de 2002 es de 2003 y el de 2008, de 
2009.

d) El dato de 1990 es de 1991.
e) 1990 y 2002 corresponden a áreas urbanas.
f) El dato de 2002 es de 2001, el de 2008, de 2009 

y el de 2011, de 2010.
g) El dato de 1990 es de 1989.
h) El dato de 2008 es de 2009 y el de 2011, de 

2010.
i) El dato de 1990 es de 1989 y el de 2001, de 2010.
j) El dato de 1990 es de 1993 el de 2002, de 2001 

y el de 2008, de 2009.
k) 1990 corresponde a áreas urbanas. El dato de 

1990 es de 1991.
l) 1990 corresponde a áreas urbanas. El dato de 

2002 es de 2001.
m) El dato de 2002 es de 2001.
n) 1990 y 2002 corresponden a áreas urbanas.

Fuente: DANE
Las transferencias netas en un país típico de Amé-

rica Latina, alternan en 2 puntos porcentuales o me-
nos (con la excepción de Chile que lo hace en el doble 
de esta cifra) lo que resulta contrario a lo observado 

-
gión el recaudo tributario, en especial el de impuestos 
directos progresivos es bajo. Las diferencias en la dis-
tribución del ingreso resultante de los mercados expli-
can la mitad de las diferencias entre los países ricos y 
América Latina, sin embargo las transferencias y los 
impuestos explican el remanente.

Fuente: Perry, G. et al. 2006. “Reducción de la pobreza y 
crecimiento: Círculos virtuosos y círculos viciosos” página 7.

Por otra parte, las áreas con una tasa de pobreza 
alta pero una baja densidad, carecen de economías de 
escala resultantes de externalidades por aglomeración 
y es poco probable que alcancen un dinamismo eco-

que las políticas se deben centrar por lo tanto en la mi-
tigación de la pobreza como el entrenamiento para ha-
bilidades que sean de uso en regiones más dinámicas. 
Las transferencias condicionales, desarrollo agrícola 
e investigación, y pagos por servicios ambientales se-
rían apropiados en estas circunstancias.

En las áreas con tasas de pobreza bajas pero una 
-

banas o rurales de alta densidad, donde las fuerzas de 
aglomeración han hecho efecto, las políticas enfoca-
das en el crecimiento redundarán en caídas en los in-
dicadores de pobreza. El principal reto es evitar que 
haya errores de inclusión. Las áreas con una tasa de 
pobreza alta y una alta densidad, tienen el potencial de 
tomar ventaja de proyectos con economías de escala 

En cuanto a los indicadores en la región como lo 
muestra el Cuadro 3, el balance de los últimos años 
es relativamente positivo para la región. En compara-
ción con 2002 ambos indicadores han mostrado una 
reducción importante, de 14,5 puntos porcentuales el 
primero y de 7,8 puntos el segundo.

Cuadro 3.
 

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Ca-
ribe (CEPAL), Anuario Estadístico de América Latina y el Ca-
ribe 1999 (LC/G.2066-P/B), Santiago de Chile, 1999; Anuario 
Estadístico de América Latina y el Caribe 2009 (LC/G.2399-P), 
Santiago de Chile, 2009; y Anuario Estadístico de América La-
tina y el Caribe 2012 (LC/G.2554-P), Santiago de Chile, 2012. 
Cálculos: UTL Senador Mauricio Lizcano.
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a) 1990 y 2002 corresponden a áreas urbanas. El 
dato de 1980 es de 1981.

b) 1980 y 1990 corresponden al Gran Buenos Ai-
res, el resto a áreas urbanas. El dato de 2008 es de 
2009.

c) El dato de 2002 es de 2003, y el de 2008 de 
2009.

d) El dato de 1980 es de 1979.
e) El dato de 1980 es de 1979, y el de 2002 de 

2001.
f) El dato de 1980 es de 1981.
g) El dato de 1990 es de 1991.
h) El dato de 1980 es de 1981.
i) 1990 corresponde a áreas urbanas. El dato de 

1980 es de 1979, y el de 1990 de 1991.
j) El dato de 1980 es de 1977, y el de 1990 de 1989.
k) 1990 y 2002 corresponden a áreas urbanas. El 

dato de 1990 es de 1995.
l) 1990 corresponden a áreas urbanas. El dato de 

1990 es de 1989, el de 2008 de 2007, y el de 2011 de 
2009.

m) 1980 y 1990 corresponden a área metropolita-
na. El dato de 1980 es de 1986, y el de 2002 de 2001.

n) El dato de 2008 es de 2007, y el de 2011 de 
2010.

o) El dato de 1990 es de 1989, y el de 2008 de 
2006.

p) El dato de 1990 es de 1993, el de 2002 de 2001, 
y el de 2008 de 2009.

Las cifras para Colombia son mejores en términos 
relativos cuando se comparan mediciones multidi-
mensionales de pobreza (Medición de la pobreza en 
términos de tres aspectos; educación, salud y nivel de 

-
breza es similar al de Brasil y México aun cuando la 
medición por línea de pobreza arroja cifras más altas. 

 

Fuente: Comisión Económica para América Lati-
na y el Caribe (Cepal).

Por su parte, las transferencias serían efectivas en 
reducir la pobreza, dado que después de realizadas la 
pobreza se reduce en Colombia a 23% de la población, 
casi que la mitad de la cifra antes de que se realicen. 
Esta observación es consistente con las estimaciones 
del DNP. Bolivia, Paraguay y Honduras son menos 

-

breza mediante transferencias, pero la mayoría de los 
países logra reducirla en una cifra cercana a la mitad.

 

Fuente: Comisión Económica para América La-
tina y el Caribe (CEPAL 2010).

La Encuesta de Calidad de Vida permite trazar un 

hogares son más grandes y cuentan con más niños. El 
analfabetismo todavía es considerable entre los jóve-
nes pobres del campo. Aunque los pobres han ganado 
en educación básica y media, la educación superior 
sigue concentrada en las clases medias y altas.

Los resultados para el total nacional indican que el 
tamaño del hogar disminuye a medida que aumenta el 
quintil de ingreso, y a medida que el hogar es menos 
pobre. Alrededor del 30% de los hogares en Colombia 
son liderados por una mujer y no existen diferencias 

ni entre los diferentes niveles de pobreza en lo que 
a jefatura femenina respecta. Los indicadores de sa-
lud (cobertura, puntaje Sisbén, y nivel Sisbén pro-
medio) son más altos en los hogares no pobres. Los 
más pobres tienen mayores niveles de analfabetismo 
y menos años de educación que los más ricos. En pro-
medio, los más ricos reciben 30 veces más ingresos 
que los más pobres. Sin embargo, en lo que respecta 
a los gastos esta diferencia es mucho menor, pues los 
más ricos gastan solo 6 veces más que los más pobres. 
Para los quintiles de ingreso más bajo, la población 
pobre y pobre extrema, los gastos superan (en algunas 
ocasiones de manera amplia) los ingresos. Se obser-

-
dicionales de mercado laboral (TGP, TO, y TD), que 
varían de manera considerable de acuerdo al quintil 
de ingreso y a los niveles de pobreza. Los más pobres 
se emplean principalmente en el mercado informal, y 
sus tasas de dependencia son mayores.

La presencia de más niños en el hogar restringe la 
vinculación de las mujeres pobres al mercado laboral. 
Debido a los menores niveles educativos, es más difí-
cil para los pobres conseguir trabajo. Los trabajadores 
pobres dependen más de los sectores agropecuario e 
informal, por su baja educación, devengan salarios 
más bajos. La apreciación subjetiva que los pobres 
hacen sobre su estado de salud es negativa, particu-
larmente en el campo. Los pobres son dueños de una 
vivienda en menor medida que los no pobres, y la ca-
lidad de la vivienda es inferior, especialmente en las 
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zonas rurales. Están, también más expuestos a riesgos 
-

cadamente entre zonas urbanas y rurales. La brecha 
que exhiben los hogares pobres frente a los no pobres, 
en electricidad y acueducto, es relativamente angosta, 
tanto para el caso urbano como para el rural. Es más 
pronunciada en materia de telefonía, recolección de 
basuras y alcantarillado. Además, los grupos con ma-
yor incidencia de la pobreza son los niños, las mujeres 
rurales, los indígenas y los afrodescendientes.

-
culos viciosos de la pobreza, en los que quedan atra-
padas las familias más vulnerables. Muchas de esas 
trampas se presentan principalmente dentro de los 
hogares y por tanto, deben contrarrestarse con ayuda 

son trampas regionales o comunitarias, cuya supera-
ción requiere la intervención del Estado en una área 

La Merpd estimó el efecto que, sobre la pobreza, 
tienen los cambios en las principales características 

-
mento del 10% en el número de personas que trabajan 
por hogar, reduce la pobreza en cuatro puntos; un año 
más en la educación de los jefes de hogar reduce la 

-
nancieros en los hogares pobres sube a 3,4% de la que 
tienen los hogares no pobres, la pobreza se reduce en 
tres puntos; en cuanto a los impactos sobre la pobreza, 
de los cambios en ocupación, ingreso laboral, educa-
ción y tamaño del hogar, los resultados de las simu-
laciones sugieren que la pobreza podría reducirse en 
13 puntos porcentuales a nivel urbano y en 6 puntos 
porcentuales en las zonas rurales. En las urbanas, las 
políticas más importantes son las encaminadas a re-
activar el empleo, mientras que en las rurales después 
del empleo, la principal es la reducción del tamaño 
del hogar.

Los departamentos más pobres requieren una inter-
vención prioritaria: Chocó, Boyacá, Córdoba, Nariño, 
Huila, Sucre, Cauca y Tolima. Otros departamentos 
como Cesar, Norte de Santander, Caldas, Caquetá, 
Magdalena, Bolívar, Antioquia, Cundinamarca y La 
Guajira registran niveles de pobreza similares al pro-
medio nacional.

La reglamentación y desarrollo conceptual del Sis-
tema de Protección Social en Colombia se encuentra 
en la Ley 789 de 2002 y del Sistema de Promoción 
Social en la Ley 1151 de 2007, en las bases del Plan 
Nacional de Desarrollo 2010-2014, y los Conpes 
91/05, Conpes 102/06 y Conpes 3616/09, entre otros 
y documentos como el Boletín SISD35, donde se de-

Sistema de Protección Social dirigida a la población 
pobre y vulnerable.

La Protección Social se presenta como los mues-
tran las Bases del Plan de Desarrollo8 2010-2014, 
como un conjunto de intervenciones públicas y pri-
vadas para: i) asistir a personas, hogares, familias y 
comunidades para mejorar su manejo del riesgo; y ii) 
proporcionar apoyo a quienes se encuentran en situa-
ción de pobreza, para que logren superarla.
8  Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014.

1. Sistema de Seguridad Social Integral. Es el pilar 
fundamental de la Protección Social; es de carácter 
universal y promueve el aseguramiento de la pobla-
ción (por sus propios medios o mediante subsidios) a 
diferentes riesgos.

2. Sistema de Promoción Social. Dirigido a la po-
blación más pobre y vulnerable que requiere apoyos 
adicionales del Estado para superar su condición. 
Trasciende la visión asistencialista al procurar incluir 
dentro de su formulación no solamente la solución 
temporal de los problemas de carencia de necesidades 
mínimas a los cuales se enfrenta esta población, sino 
también la promoción de la expansión de sus posibi-
lidades, es decir, que alcancen logros en términos de 
inclusión social y generación de ingresos propios.

3. Sistema de Formación de Capital Humano. Per-
mite a todos los individuos generar las capacidades 
necesarias para poder insertarse adecuadamente al 
mercado laboral. Avanza en la concepción de un sis-
tema de formación articulado en todo el ciclo vital de 
la persona.

del SPS que procura brindar apoyo de manera opor-
tuna en el evento de presentarse un choque particular 
que afecte las condiciones de vida de una parte o del 
conjunto de la población. Tiene carácter anticíclico en 

5. Acceso a Activos. Apoyo a las familias para que 
manejen ingresos y adquieran activos, como herra-
mienta para mejorar sus condiciones de vida y que 
puedan superar su situación de pobreza extrema.

La forma como las familias, la sociedad y el Esta-
do responden a las situaciones de riesgo se denomina 
manejo social del riesgo, que es el conjunto de deci-
siones y el arreglo institucional mediante el cual la 
sociedad se pone de acuerdo para protegerse frente a 
las contingencias que menoscaban su calidad de vida.

En otras palabras, lo que a menudo se conoce 
como el enfoque de derechos es compatible con el 

socialmente deseable –o lo socialmente inadmisible–; 

estrategia y cómo deben llevarse a cabo las acciones 
para garantizar el derecho a toda la población de for-
ma permanente y sostenible.

Mediante la objetivación del riesgo, las familias, 
el Estado y la sociedad diseñan estrategias que inclu-
yen acciones para prevenirlo, mitigarlo y superarlo, y 
que tienen dos características: i) están dirigidas a toda 

poblacionales, y ii) se adaptan a las vulnerabilidades 

protección de carácter permanente. Las acciones de 
promoción están relacionadas con la disminución de 
la vulnerabilidad.

El sistema de protección social es el conjunto de 

el marco del manejo social del riesgo conforman, di-
señan y dirigen la oferta total de promoción social. 
Tales organismos tienen funciones de formulación de 
política, vigilancia y control y provisión de servicios. 
Los objetivos apuntan en dos sentidos: por un lado, a 

-
nerables de las contingencias que menoscaban la ca-
lidad de vida, con sustento en los acuerdos sociales, e 
igualmente garantizar sus derechos con un criterio de 
corresponsabilidad sobre los principios de solidaridad 
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y equidad, y por otro, promoverlas hacia la libertad de 
agencia y la expansión de las oportunidades.

Con base en este enfoque la Ley 1151 de 2007 en 

como el que comprende las acciones del Estado en 
sus diferentes niveles de Gobierno, la sociedad, la fa-
milia y los ciudadanos, así como las instituciones y 
los recursos dirigidos a la superación de la privación 
y a la expansión de las oportunidades de los grupos 
poblacionales pobres y vulnerables, en un marco de 
corresponsabilidad. Desde el punto de vista de la pro-
blemática actual y las características intrínsecas de la 
oferta y la demanda de promoción social, el sistema 
debe ser capaz de minimizar las asimetrías entre la 
oferta total y la demanda de servicios de promoción.

como protección social estatal cuando tiene las si-
guientes características: i) proviene del Estado y está 
dirigida a la garantía de los acuerdos sociales; ii) está 

-
diciones de privación y vulnerabilidad socialmente 
inaceptables; iii) la acción o prescripción implica una 
transferencia en efectivo o en especie, y iv) tiene un 
criterio redistributivo.

El componente de Promoción Social es transversal 
dentro del Sistema de Protección Social. En este sen-
tido, una acción o política de Promoción Social, en 
primer lugar y como condición necesaria, le apunta a 
la reducción de la pobreza y la vulnerabilidad (incluye 
las acciones de alivio a la pobreza o asistencia social). 

contribuye a que la población pobre y vulnerable al-
cance logros en términos de inclusión social sosteni-
bles en el tiempo. 

Así las cosas, tradicionalmente, la promoción so-
cial estatal ha sido vista como la acción directa o pres-
crita por el Estado, dirigida a impulsar a un grupo de 
personas en condiciones de privación y vulnerabili-
dad socialmente inaceptables. Su característica esen-
cial hasta ahora, implica una transferencia dirigida a 

-
nerable y desde ese punto de vista, contiene un crite-
rio de redistribución que puede ser en forma de renta 
o especie y adquirir el talante de satisfactor (bien o 

Desde esta perspectiva, el objetivo de la promo-
ción social estatal es el de garantizar que la población 
no caiga en situaciones de privación socialmente in-
admisibles al tiempo que expanda sus oportunidades. 
Es una acción dirigida a incrementar el bien-estar de 
la población al ocuparse de la promoción de las capa-
cidades, la objetivación de los riesgos y la apertura de 
oportunidades.

Cualquier acción o intervención que cumpla con 

una acción de promoción social estatal. A estas ca-
racterísticas se les denomina generales porque perma-
necen independientemente del enfoque conceptual de 

Una acción de promoción social estatal, dirigida a 
impulsar a una persona que está en situación de po-
breza como falla en las capacidades, debe favorecer 
la ampliación del campo de elección de los indivi-
duos y promover el alcance de los estados o acciones 
socialmente deseables y técnicamente posibles, de 
tal manera que el individuo entre en un proceso de 
expansión de las capacidades. La acción que no im-

plique favorecer la expansión de las capacidades y la 

desde el punto de vista de Sen, y es la que se ha refe-
rido como acción asistencialista.

características constitutivas de promoción social es-
tatal que se desprenden del enfoque de pobreza como 
falla en las capacidades, es el siguiente:

• Es transitoria sobre el individuo o familia. Si el 
-

moción de la libertad de agencia, la acción debe tener 
condiciones de salida explícitas desde el momento 
previo a su ejecución.

• Es multidimensional. Una acción, o conjunto de 
intervenciones, debe contemplar en su diseño la mul-
tidimensionalidad de la privación.

sujeto de intervención: si la unidad sujeto de interven-
ción es la familia se debe contemplar la dinámica que 
se da en su interior, es decir las posibles reacciones de 
la unidad intervenida.

• Debe ser relativa en los satisfactores. Debe con-
templar el hecho de que la naturaleza de la privación 
es relativa en los bienes y absoluta en las capacidades.

más el objetivo de la promoción social. La privación 
puede ser en el espacio de los medios e instrumen-
tos (pobreza por carencia de ingresos, nivel bajo de 
consumo, acceso a alimentos, desempleo permanente, 
etc.), o en el espacio de las libertades constitutivas (no 
tener una vida larga y saludable, padecer hambre, ex-
clusión social, etc.). Al seguir el enfoque de Amartya 
Sen, al primer grupo de privaciones se le denomina 
pobreza como falla en los medios e instrumentos del 
bien-estar, al segundo grupo se le llama pobreza como 
falla en las capacidades. Los dos grupos están estre-
chamente relacionados, la falla en el espacio de las 

de medios e instrumentos, pero la falla también puede 
estar en la facultad del individuo para transformar los 
medios en bien-estar. El enfoque de Sen es completo 

individuo deja de ser pobre una vez supere sus fallas 
en las capacidades.

Las acciones de promoción social estatal pueden 
orientarse bien sea hacia el espacio de los bienes o 
instrumentos (subsidios alimentarios) o hacia incre-
mentar la capacidad del individuo o familia para con-
vertir los medios en bien-estar (promoción de hábitos 
de vida saludables).
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En cuanto al desarrollo jurídico la Ley 1151 de 
2007, en su artículo 31 establece que el Sistema de 
Promoción Social:

(…) comprende las acciones del Estado en sus di-
ferentes niveles de Gobierno, la sociedad, la familia 
y los ciudadanos, así como las instituciones y los re-
cursos dirigidos a la superación de la privación y a la 
expansión de las oportunidades de los grupos pobla-
cionales pobres y vulnerables, en un marco de corres-
ponsabilidad.

posibles intervenciones y su alcance:
El marco conceptual avanza de la siguiente forma: 

como un conjunto de intervenciones del Estado desde 

segundo lugar se exponen los conceptos de vulnerabi-
lidad y riesgo, y al mismo tiempo, se contextualiza su 
función en el manejo social del riesgo y como parte 
del Sistema de Protección Social9.

Sobre la población a la cual se dirige, el Conpes 

El conjunto de políticas, estrategias y acciones 
del SPS que se enfocan en la población en situación 
de pobreza extrema y desplazamiento, conforman el 
componente de promoción social. Dentro del SPS, 
este componente es transversal, y le apunta en primer 
lugar a la reducción de la pobreza extrema y la vulne-
rabilidad (incluyendo acciones de alivio a la pobreza 
o asistencia social); y en segundo lugar, contribuye a 
que la PPED alcance logros en términos de inclusión 
social sostenibles en el tiempo10.

Por último, desde el Plan Nacional de Desarrollo 
Estado Comunitario 2006-2010, en busca de consoli-
dar el Sistema de Protección Social se establece que:

Adicionalmente, es necesaria la consolidación 
del Sistema de Promoción Social –parte integral del 
SPS– que permitirá una intervención coordinada y 
efectiva en la promoción social de los grupos de la 
población que viven en condiciones de privación y 
vulnerabilidad, dentro de un marco de política que 
tenga como base la expansión de las oportunidades de 
los pobres y los vulnerables, no solamente solucionar 
temporalmente su problema de necesidades mínimas, 
sino promover la expansión de sus oportunidades, re-
presentando un quiebre en la política social entre el 
asistencialismo y la promoción social. La Red para 
la Superación de la Pobreza Extrema tendrá un papel 
protagónico en esta consolidación, y deberá ser el es-
quema que se replique en la provisión de servicios a 
la población pobre11.

En la misma línea, en las Bases del Plan Nacional 

Una de las ramas de la protección social, es la pro-
moción social focalizada en la población más pobre 
y vulnerable. Por medio de esta rama, se busca pro-
mover la inserción de los más pobres y vulnerables a 
los servicios sociales, dar una atención integral a este 

9 “De la Asistencia Social a la Promoción Social: Hacia un 
Sistema de Promoción Social”, Boletín SISD35, Depar-
tamento Nacional de Planeación, 2008.

10 CONPES 3616 “Lineamientos de la política de genera-
ción de ingresos para la población en situación de pobre-
za extrema y/o desplazamiento”, septiembre de 2009.

11  Plan Nacional de Desarrollo: Estado Comunitario 2006-
2010.

segmento de la población y brindar acompañamien-
to y herramientas que permitan a estas familias más 
pobres generar ingresos de manera sostenible y salir 

12.
Adicionalmente, cabe recordar que uno de los 

grandes avances del Sistema de Promoción Social, 
donde se encuentra enmarcado Unidos, es justamen-
te el de pasar de la asistencia a la Promoción Social; 
postulado que supone:

(…) brindar transitoriamente, acompañamiento 
familiar y acceso preferente para asegurar que los re-
cursos e intervenciones permitan superar condiciones 
mínimas de calidad de vida que no están cubiertas, y 
generar un marco de corresponsabilidad con los usua-
rios para que las familias coadyuven a superar su si-
tuación13. SIC para lo transcrito.

(…) se debe transitar de la simple acción de asistir-
les, como sujetos pasivos, hacia la promoción de sus 
capacidades como sujetos activos de su propio desa-
rrollo y hacia la transformación de oportunidades de 
inserción en mecanismos formales de gestión de sus 
riesgos y vulnerabilidades. Tal tipo de promoción es 
el que se debe alcanzar a través de los componentes 
del Sistema de Protección Social, disponible para el 
conjunto de la población14.

En respuesta al deterioro en la calidad de la pobla-
ción, en 2000 se creó la Red de Apoyo Social (RAS) 
como una estrategia para mitigar los efectos negativos 
del ciclo económico sobre la población más vulnera-
ble, con programas como Jóvenes en Acción, Empleo 
en Acción y Familias en Acción. En el caso del este 
último, la cobertura ha aumentado de manera signi-

-
nocimiento de los importantes efectos que ha tenido 

Como parte de los esfuerzos más recientes de lu-
cha contra la pobreza, en 2004 se creó la Misión para 
el Diseño de una Estrategia para la Reducción de la 
Pobreza y la Desigualdad, (Merpd). Esta Misión, im-
pulsada por el DNP y con el apoyo de los ministerios 
sociales, organismos multilaterales, el sector privado, 
la academia y las representantes del Congreso ha pro-
fundizado en el reconocimiento sobre los mecanis-
mos que determinan la pobreza y la desigualdad, y ha 
formulado propuestas para avanzar en su reducción, 
entre las que se cuenta la creación de la Red de Pro-
tección Social contra la extrema pobreza.

 ahora denominado  es una estra-
tegia de intervención integral y coordinada que se en-
marca dentro del Sistema de Protección Social, (SPS), 

el conjunto de políticas públicas orientadas a dismi-
nuir la vulnerabilidad y mejorar la calidad de vida de 
los colombianos, especialmente de la población más 
desprotegida. El Plan Nacional de Desarrollo 2006-

-
sión de tres aspectos relevantes para su adecuado fun-
cionamiento: i) capacidad de articulación de la oferta 
de servicios, ii) necesidad de contar con mecanismos 
de focalización que prioricen las intervenciones ha-
cia los más necesitados y iii) posibilidad de integrarse 
con otros segmentos del mercado (acceso a activos).
12  Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014.
13  Ob.cit., SISD35.
14  Ibíd. 
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El Consejo Nacional de Promoción Social así 
como el Ministerio de la Protección Social son las en-
tidades, entidades rectoras del Sistema de Promoción 
Social del cual hace parte el Sistema de Protección 
Social (Ley 1151 de 2007, artículo 31), se debería 
contar con un consejo para dirigir el sistema con-
formado por todos los componentes del Sistema de 
Promoción Social. El consejo discutiría y aprobaría 

duplicidades en la oferta de servicios sociales y desa-
rrolle políticas y estrategias para la consolidación del 
sistema. Las funciones básicas que se consideran re-
levantes son las siguientes: i) servir de vínculo con las 
entidades territoriales a través de sus representantes, y 
ii) abrir un espacio de diálogo y convocatoria interins-
titucional donde se tomen decisiones de diseño, redi-
seño, creación o supresión de programas y estrategias 
de promoción social estatal para posibilitar un grado 
importante de atención integral de sus intervenciones.

Los cambios conceptuales que se han dado en los 
últimos años generan confusión entre los agentes que 
operan y las entidades que administran un sistema na-
ciente, cuyas competencias parecieran cambiar con 
nuevas estructuras en el papel, pero sin recursos, co-
herencia conceptual, o mejoras fundamentales en la 
operación. 

Adicionalmente, el sistema de protección social 
tiene diversas problemáticas que son objeto del pre-
sente proyecto de ley. La primera es que es fragmen-
tado, contando con diversos organismos independien-
tes que no se articulan de manera formal entre ellos. 
También carece de unidad de materia puesto que no 
es explícita para estos programas independientes. Se 
evidencia un serio problema de desarticulación entre 
organismos. La coordinación no se da en todos los 
órdenes, solo existe de forma frágil en el nivel ope-
rativo y de forma más o menos exitosa en la promo-
ción social para la población en pobreza extrema. Es 

-
go. Aunque hacia ella apunta, la falta de unidad de 
materia no permite que las estrategias de prevención, 
mitigación y superación funcionen de forma orgánica 
y articulada. Además, se concentra en la coordinación 
de la oferta estatal y se desaprovecha la oferta privada 
de servicios de promoción social.

Fijar un objetivo común de la promoción social 
implica avanzar en la organización de la oferta de ser-

opción de consolidar la red de promoción social para 

una para la población en estado de pobreza: i) en la 
objetivación del riesgo por parte de los prestadores 

-
ción de grupos vulnerables y en sistemas de informa-
ción que superen las asimetrías de información), y ii) 
en la especialización y organización de las institucio-
nes prestadoras de servicios para atender las necesi-
dades de la población pobre y vulnerable de manera 

avanzar en las mediciones de vulnerabilidad y de pri-
vación para hacer compatible la demanda de servicios 
de atención a la población vulnerable con su oferta. 
Infojuntos supone un avance en la objetivación del 

-

Además, aunque el sistema de protección social 
apunta a una estrategia de manejo social del ries-
go, todavía no se ha consolidado por las siguientes 
razones: i) es posible avanzar de forma más nítida 
en la consolidación de un sistema que se vea refle-
jado en una oferta de servicios de protección social 
en forma de red si este tiene unidad de materia; en 
otras palabras, si todos los organismos que lo com-
ponen apuntan al mismo objeto; ii) el componente 
carece de un organismo cuya función sea la de ob-
jetivar el riesgo, sobre todo en la demanda: mien-
tras la incertidumbre no se transforme en riesgo, no 
puede hablarse de una estrategia de manejo social 
del riesgo propiamente dicha.

Según la caracterización de la Misión Social et 
al. (2002), la oferta de servicios a la población vul-
nerable (oferta total) tenía las siguientes característi-
cas: i) era heterogénea; ii) era coyuntural; iii) estaba 
animada por la gratuidad, y iv) estaba por fuera de 
una red institucional. Los puntos i, ii, y iii no serían 
problemáticos si no se diera el punto iv. En otras pa-
labras, la heterogeneidad sería deseable si estuviera 
en función de las amenazas y los riesgos que enfrenta 
la población (privaciones multidimensionales a po-
blaciones heterogéneas). Esto podría darse en una red 
institucional con un sistema de información, monito-

Su característica de coyuntural puede ser explotada 
desde el punto de vista de los riesgos covariantes e 
idiosincrásicos, pues una red institucional fuerte apro-
vecharía lo coyuntural con complementariedad y per-
tinencia frente a choques covariantes, empero, en au-
sencia de institucionalidad termina convirtiéndose en 
falta de continuidad de los programas de promoción.

La Red Juntos fue diseñada precisamente para 
resolver estos problemas en relación a la población 
en extrema pobreza, sin embargo, las características 
enunciadas siguen describiendo en gran medida la 
oferta total para la población en estado de pobreza. 
Además, los indicadores de pobreza extrema ponen 

atender la vulnerabilidad de las familias en estado de 
pobreza.

Por lo tanto, existe un problema de desarticulación 
de la oferta institucional en el sistema de protección 
social, debido en parte a la ausencia de una institución 
que objetive el riesgo para la población en estado de 
pobreza y que aunque soluciona la situación para re-

-
les son las estrategias que satisfacen cada uno de los 
pilares del manejo sociales del riesgo, y cuáles son las 
políticas y programas asociados a los mismos. Es por 
esto que en algunos casos coexisten programas dise-

Hogares Comunitarios de Bienestar) y en otros, sim-
plemente no existe ningún tipo de intervención guber-
namental institucionalizada (v.gr. riesgos naturales). 

-
tura del Sistema, propicia rivalidades entre entidades 
y niveles de Gobierno, y genera una clara desarticu-
lación de las acciones que ejecuta cada una de ellas 
(v.gr. Ministerios de cada ramo y Acción Social).

El Sistema de Protección Social opera bajo un 
arreglo institucional que teóricamente es liderado por 
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el Ministerio de la Protección Social. No obstante, en 
la práctica, esta cartera adolece de la capacidad para 
ejercer un verdadero liderazgo del Sistema. Esta falta 

-
piente autoridad sobre las actuaciones de sus entida-

-
dad y la calidad de los recursos físicos, tecnológicos y 
humanos necesarios para atender todas sus competen-
cias, la falta de convocatoria entre los diferentes acto-
res del Sistema, su ausencia como formulador de las 
políticas que legalmente están bajo su directriz (v.gr. 
política de formación para el trabajo). Este fenómeno 
ha llevado a algunos críticos del Sistema a decir inclu-
so que la fusión de las carteras de trabajo y salud fue 
un error, pues el Ministerio de Protección Social no 
está haciendo bien, ninguna de las dos tareas. Ante los 
enormes niveles de pobreza y desigualdad, la Asisten-
cia Social debe existir, pero idealmente el Estado debe 
preocuparse por crear los incentivos para que los in-
dividuos transiten de la Asistencia a la Promoción So-
cial, y de esta a la Seguridad y la Previsión Social. La 
política social, sin embargo carece de estos elementos 
básicos. Por un lado, la respuesta ex ante es de baja 
calidad y está mal focalizada (como se ha evidencia-
do en este documento). Por el otro, el SPS carece de 
una estructura, unos programas, unos recursos y unas 
instituciones para que las personas transiten hacia ni-
veles de bienestar más elevados, y por el contrario, el 
Estado es cada vez más paternalista y se genera mayor 
dependencia, mayor demanda de asistencia y trampas 
de pobreza nacionales.

A nivel local, el arreglo institucional del Sistema 
de Protección Social presenta vacíos importantes, y 
se limita a los sectores y competencias del Sistema 
que están asociados al Sistema General de Participa-
ciones. Este hecho trae como consecuencia la exclu-
sión del componente de asistencia social de la agenda 
de los gobernantes locales, lo cual a su vez genera la 
desprotección de personas que requieren de los pro-
gramas de la asistencia social. Esto podría resolverse 
decretando la destinación de un porcentaje de los re-
cursos del Sistema General de Participaciones a estas 
intervenciones y/o destinando recursos propios de las 
entidades territoriales a la asistencia social. Cualquie-
ra sea la fórmula, debe incluir incentivos que mejoren 

los municipios.
En términos de competencias, tanto el nivel central 

como el territorial son responsables de la ejecución 
de los programas de promoción social, pero esto da 
lugar a dos inconvenientes. Por un lado, el énfasis en 
la centralización del componente de promoción social 
desconoce el impacto de la participación de los go-
biernos locales en el diseño y ejecución de los pro-
gramas. Por otro, la superposición de competencias 
amplía la tendencia a la dispersión de los esfuerzos, lo 

-
petencias de cada nivel gubernamental en el Sistema 
de Promoción Social es una condición necesaria pero 

principio los gobiernos nacional y municipal pueden 
desarrollar programas, pero esas acciones deben ser 
articuladas lo cual no se ha logrado por los convenios 
con los municipios.

Diversos programas en los cuales hay participación 
del Gobierno Nacional y local, permiten resaltar ven-
tajas y desventajas del modelo dual de protección so-
cial. Este modelo de gestión, donde la responsabilidad 

es compartida entre al menos dos niveles de Gobierno 

una salida para efectuar la ejecución de programas de 
promoción social en municipios con baja capacidad 
técnica. De esta forma, el proceso de reorganización 
tendrá que contemplar gradualidad en la intervención 
de los diferentes niveles gubernamentales, tanto en la 
ejecución como en el proceso de planeación, confor-
me a la capacidad institucional de la entidad territo-
rial, así como su posibilidad de negociación y la parti-
cipación de las organizaciones de la sociedad civil. En 
este sentido, fortalecer la capacidad de gestión local 
debe llevarse a cabo paralelamente con la estructura-
ción de un nuevo sistema de promoción social.

Cabe destacar como aspecto relevante el hecho de 
que la participación del Gobierno local en la planea-
ción de los programas de promoción social es rela-
tivamente baja, debido a su capacidad técnica y en 
algunos casos al desconocimiento de sus propias ne-
cesidades.

protección social puede incidir de manera positiva 
en el proceso de articulación del Sistema de Promo-

más fuertes y visibles del proceso. Se presentan, sin 
embargo, situaciones en las cuales el incumplimien-

interrupción del programa, tal como ocurre con De-
sayunos Infantiles. En Familias en Acción, donde el 
enlace municipal es una pieza clave del proceso y un 
requisito indispensable para el establecimiento del 
programa, el compromiso es mayor.

Existen diferencias en el grado de articulación de 
las competencias de los diversos niveles de Gobierno 
según sectores. Por ejemplo, en el caso del asegura-
miento en salud, es posible que los niveles guberna-
mentales realicen actividades que se complementen 
en algún grado y la reciente reforma al sistema ha re-
suelto los cuellos de botella, mientras que otros sec-
tores son más dispersos, por ejemplo los relacionados 
con la generación de ingresos, situación que afecta la 
sostenibilidad del Sistema de Promoción Social.

Los programas de promoción social se caracteri-
zan por la ausencia de la complementariedad intersec-
torial. La integración de las acciones está igualmente 

-
namentales. La Nación puede jugar un rol importante 
frente a los temas de inspección, vigilancia y control, 
sin embargo, son los gobiernos departamentales los 
que pueden desarrollar un papel mejor dada su estre-
cha relación con el Gobierno municipal.

La transformación gradual del Sistema de Promo-
ción Social requiere, en primer lugar, dinamizar las 
relaciones entre los diferentes niveles de Gobierno, 
con el rescate de las experiencias exitosas de articula-
ción al ejecutar programas de este tipo. La estrategia 
adoptada debe considerar la participación de los go-
biernos departamentales y municipales en todos los 
momentos del proceso, incluidos los de planeación y 
diseño de la política, y aumentar su capacidad tanto 

-
curar la coherencia en la política de protección social 
con las demás políticas sociales y macroeconómicas 
–particularmente considerar el carácter contracíclico 
del gasto– y ampliar la asistencia técnica. Se ha veni-
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do insistiendo en esta materia en los últimos años, sin 
embargo los resultados son limitados.

Así mismo, los programas de protección social 
ofrecidos por diferentes niveles gubernamentales de-
ben converger y responder al mismo mapa de riesgos 
si se quiere lograr unidad de materia y conformar un 
sistema menos fragmentado. Para lograr esta articula-

de los programas. Para lograr que la oferta de pro-
gramas del Sistema de Protección Social se articule 
de forma que la atención a la población vulnerable 
sea integral, el rediseño del marco de competencias 
de todos los niveles de Gobierno debe explicitar el di-
seño de programas articulados en los cuales la familia 
actúa como sujeto de intervención.

Un sistema de información único que apoye el se-
guimiento de los programas de promoción social se 
convertirá en una herramienta necesaria para lograr 
la integralidad en la atención. Lo anterior implica au-
mentar la capacidad técnica de los gobiernos territo-
riales y la tecnología informática utilizada en algunos 
programas sociales, para mejorar la calidad tanto de 
las bases de datos que contienen información de be-

evaluación. A través de la información administrativa, 
las entidades territoriales y la Nación podrán mejo-
rar los resultados en cuanto a inspección, vigilancia y 
control y contar con diagnósticos más acertados sobre 
la situación de la población atendida.

En el desarrollo de la política de protección so-
cial, los municipios con menores ingresos deben 

-
-

les tenga un horizonte de mediano y largo plazo. La 
efectividad de los programas y su sostenimiento de-
penden claramente de un cronograma de inversiones 
territoriales que acompañen la inversión nacional. El 
rol de los departamentos es clave pues pueden con-
currir con los municipios para dar continuidad a los 
programas. La estructuración del Sistema de Promo-
ción Social debe generar capacidades de ahorro en 
los municipios mediante la creación de mecanismos 

los diferentes niveles de Gobierno deben generar 
ahorros para períodos de crisis sin afectar la progra-
mación anual de inversiones.

Un primer rasgo de las trampas institucionales es 
la baja capacidad de respuesta a las competencias en 
el nivel local. Este vacío afecta de manera negativa 

-

información de los programas (o la inexistencia de 
la misma), la selección y el pago a proveedores, la 

la coordinación entre las diferentes instancias de Go-
bierno, entre otros procesos transversales a las políti-
cas sociales. Desafortunadamente, este hecho se pre-
senta en una parte importante de los municipios de 

sobre el tema: cerca del 90% de los municipios se en-

municipios pequeños (con menos de 10.000 habitan-
tes). Asimismo, según la evaluación del desempeño 
municipal realizada por el DNP en el 2008, el 42% de 
los municipios presenta resultados medios o bajos en 

-
minos estratégicos este documento insiste en el dise-
ño de una red que articule los municipios con mayores 
rezagos económicos, sociales e institucionales.

Es necesario evaluar la instancia de coordinación y 
orientación estratégica del Sistema de Promoción So-
cial en el Ministerio de la Protección Social y convo-
car instancias de análisis y decisión sobre los aspectos 
relevantes para el desarrollo del sistema en el orden 
nacional y el suministro de lineamientos que ayuden a 
su desarrollo en el ámbito territorial. También la capa-
cidad del Consejo Directivo de la Red Juntos creado 
con el Conpes Social 102, para constituir una instan-
cia básica sobre la cual se realicen los desarrollos y 
adecuaciones pertinentes para su implementación.

La articulación de la promoción social y del gasto 

sectorial cuando una institución ejecuta la mayoría de 
los programas. Al ser un tema transversal la existencia 
de la Alta Consejería para la Promoción Social apun-
ta a resolver una falencia institucional en materia de 
coordinación por la ausencia de una jerarquía clara. 
Sin embargo, la alta consejería no cuenta con la capa-

diversos programas.
Existen desventajas en que el Ministerio de la 

Protección Social sea la entidad rectora del sistema 
de protección social. Éstas son las siguientes: que el 
Ministerio de la Protección Social no cuenta con la 
capacidad institucional para dirigir el Sistema de Pro-
tección Social; que la entidad rectora no cuenta con 
una visión intersectorial y un poder de convocatoria lo 

acciones sean articuladas. El Ministerio tiene aún una 
visión sectorial centrada en el sistema de seguridad 
social (salud, trabajo y pensiones); que la entidad rec-
tora es ejecutora de programas en forma tal que no se 
pierda la independencia entre la función de formula-
ción de política, orientación estratégica y provisión.

Un reto del sector de la Protección Social es la de-

optimas de los principales componentes del SPS, se-
guida de un costeo detallado de las necesidades sec-

tenga en cuenta los niveles de focalización (actuales y 
-

las políticas económicas, la base de este costeo deben 

país.

Es necesario evaluar la efectividad del Sisbén 
como instrumento para focalizar el gasto público so-
cial y los incentivos que genera su institucionalidad. 

-

programas sociales y mejorar la focalización del gasto 
público. Aunque han pasado 16 años desde la primera 
vez que este fue usado para asignar un subsidio, y se 
han adelantado 3 operativos de campo para aplicar la 
encuesta (Sisbén 1: 1994-1995, Sisbén 2: 2002-2003 
y Sisbén 3: 2008-2010), poco sabemos sobre la efec-
tividad del instrumento y los incentivos que genera en 
el largo plazo. Esto último es particularmente impor-
tante cuando analizamos el nivel de graduación de los 
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programas sociales y el incremento en el número de 
-

en el nivel 1 aumentó de 15,9 millones a 19,2 millo-
nes. Como se esperaría, este hallazgo revive la pre-
gunta de si la institucionalidad del Sisbén genera des-
incentivos al progreso, y si es razonable el aumento 

el incremento del GPS. Como lo documentan algunos 
estudios sobre el tema1515, las familias encuestadas 
no son completamente ajenas a la lógica que existe 
detrás del instrumento1616 y la institucionalidad bajo 
la cual se determina la inclusión de una persona en la 
base de datos.

Ahora bien, la focalización del gasto público so-
cial ha venido siendo abordado desde la década del 
noventa, con el Conpes Social 022 de 1994 el cual 

-

-
conómica. El Conpes Social 100 de 2006 busca una 

Pública Social, y hace recomendaciones técnicas para 
los ministerios y entidades encargadas del diseño y 
ejecución de programas sociales para el diseño de los 
procesos de focalización de sus diferentes programas.

Es preciso recordar que en desarrollo de los Con-
pes 100 sobre los Lineamientos para la focalización 
del gasto público social y Conpes 117, el Decreto nú-
mero 4816 de 2008, el cual reglamenta el artículo 24 
de la Ley 1176 de 2007, establece entre otros, los ins-
trumentos de focalización y su aplicación, los princi-
pios orientadores, las condiciones de inclusión en las 
bases de datos, la suspensión y exclusión de la base de 
datos, la organización, implantación y administración 
y los roles del DNP en este aspecto, que se pueden 
agrupar en los siguientes:

- Dirigir la formulación de la política y el segui-
miento a los procesos de focalización relacionados 
con el instrumento Sisbén y sus complementarios.

- Dirigir y administrar los procesos permanentes 
de la base del Sisbén.

- Dirigir la fase de barrido del Sisbén III en los pro-
-

les y contractuales.
- Asesorar técnicamente a las entidades y progra-

mas sociales en la fase de transición.

-

el gasto en la población pobre extrema y vulnerable, 

más pobres del Sisbén, así como la población en si-

Rupd.
Pese a la existencia de lineamientos generales para 

la focalización del gasto público social expuestos en 
15  Bottia et al. (2008); Camacho and Conover (2009), cita-

do en Cuesta, L. (2010).
16  Tener menos capital físico y humano y menos activos, 

pobre.

el Conpes Social 100 de 2006, y en los avances que 
-

ciarios de diversos programas de gasto público social, 

El objetivo primordial del gasto público social 
es reducir la pobreza y la desigualdad; sin embargo, 
cuando existen fallas de inclusión o exclusión de los 

instancias encargadas de ofrecer los programas, o 
simplemente no se han diseñado los incentivos ade-
cuados, es altamente probable que las inversiones so-
ciales vayan a parar a manos de los no pobres y, por 
tanto, pierdan por completo su razón de ser. Esto por 
supuesto, es una situación lamentable para los países 
en desarrollo, y merece especial atención por parte de 
quienes diseñan las políticas sociales.

Como lo indican los estudios más recientes sobre 
el gasto público en Colombia, el Estado ha realizado 
inversiones importantes en el sector social en la úl-
tima década. Por supuesto, estas inversiones se rea-
lizan con dos objetivos simultáneos: i) incrementar 
las coberturas de los servicios sociales, y ii) orien-

segundo objetivo ha tenido un pobre ejecución en 
algunos casos.

Como lo muestra adecuadamente Núñez (2009) 
sólo el 16% de los jóvenes del quintil 1 y el 21% del 
quintil 2 asisten a la universidad, mientras que en el 
quintil 5 lo hace el 116%. El 45.8% del gasto público 
en educación superior se queda en manos de los más 
ricos (quintil 5), mientras que solo el 3.7% de las in-
versiones en este subsector es recibida por los más 
pobres (quintil 1). En cuanto a los otros programas 
de educación, los resultados indican que la mejor fo-
calización se encuentra en el nivel preescolar, donde 
el 35.2% de los subsidios lo recibe el quintil 1, y tan 
solo el 2.8% se queda en el quintil 5. En la primaria se 
encontraron resultados similares, con una mayor par-
ticipación de los más pobres.

-
rios del subsidio de nutrición de Familias en Acción, 
al igual que el 29.8% de los hogares del quintil 2, y el 
19.4% de los hogares del quintil 3. Aunque se obser-
van algunos errores de inclusión por la existencia de 

las observadas en otro tipo de intervenciones sociales. 
En cuanto a la cobertura del subsidio de educación 
para los niños de 7 a 11 años y 12 a 17 años, los re-
sultados de la ECV-08 muestran un patrón similar al 
observado para el subsidio de nutrición del programa: 

los quintiles 1 y 2.
En general, los resultados de Familias en Acción 

muestran evidencia del éxito en la focalización de este 
programa. El 74.4% del Gasto Público invertido en 
este programa es recibido por los más pobres y tan 
solo el 1.3% va a parar a manos de los más ricos.

De otro lado, y como se esperaría, la mayor par-
ticipación en los subsidios del régimen subsidiado la 
tienen los quintiles 1 y 2, con un índice de 62.4%, 
no obstante, causa preocupación que el 20.1% se en-
cuentre en el quintil 4, y mucho más, que el quintil 5 
tenga una participación de 5.3%. En las inversiones 
del Estado en primera infancia, el quintil 1 participa 
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con el 35.8%, mientras el quintil 5 lo hace con poco 
menos del 0%.

Sin duda, el lunar en materia de subsidios moneta-
rios se encuentra en las pensiones y el subsidio fami-
liar de las Cajas de Compensación Familiar. En el pri-
mero, el 86.3% del Gasto Público es capturado por los 
más ricos, y apenas un 0.1% llega a los más pobres; en 
el segundo, estos indicadores son de 31.9% y 1.9%, 
respectivamente. Seguramente, por la dimensión del 
gasto público que se invierte en pensiones, el balance 
de la focalización de los subsidios monetarios resulta 
tan negativo: en el total, el 79% de estas inversiones 
es percibido por el quintil 5 y tan solo el 3.1% por el 
quintil 1.

Por lo tanto, aunque la focalización se puede me-
jorar en varios programas, el principal problema se 
encuentra en el sistema de pensiones, el subsidio fa-
miliar de las cajas de compensación y en la educación 
superior.

Los cálculos del DNP indican que las ayudas ins-
titucionales constituyen el 6.6% de los ingresos del 
quintil de la población más pobre, como se ve en la 

rurales donde constituyen el 11% de los ingresos, lo 
cual destaca la importancia del Estado para la reduc-

 

Fuente: Departamento Nacional de Planeación

 

Fuente: Departamento Nacional de Planeación.
Este efecto se ve potenciado cuando se tiene en 

cuenta que los ingresos de los más pobres crecieron 
principalmente por el aumento en ayudas institucio-

Fuente: Departamento Nacional de Planeación.
Sin embargo, uno de los principales problemas de 

la mayoría de los programas de promoción social es 
que los criterios de salida no están formalmente ex-
plícitos; en los programas del ICBF el más común es 
el límite de edad, mientras en el Sisbén es el aumento 

nivel 3.
Contrario a lo establecido en el documento Conpes 

que ordena la creación de la Red Juntos, en la mayo-
ría de entidades territoriales no existe la oferta nece-
saria para el funcionamiento adecuado. De hecho, en 
la gran mayoría de los municipios con menos de 50 
mil habitantes el Estado solo llega con los servicios 

-
des para satisfacer la totalidad de las demandas de las 

-
vos del programa.

La Red requiere acciones inmediatas que resuelva 
los siguientes cuellos de botella: Ampliar la oferta de 
las dimensiones de Juntos en municipios de menos de 

-
mente las dimensiones de habitabilidad y generación 
de ingresos y trabajo; Comprometer y exigir la actua-
ción en red de instituciones como Incoder, Sena y la 
Registraduría Nacional del Estado Civil; Duplicar, 
como mínimo, el número de cogestores; Elaborar pre-
supuestos plurianuales conjuntos entre los Ministe-
rios y Acción Social para los compromisos requeridos 
para la atención de las familias.

Los programas deben diseñarse teniendo en cuen-
ta la familia como sujeto de intervención y dentro de 
los criterios de focalización, de entrada, permanencia 
y salida, en los condicionamientos, en la asignación, 
y contemplando los incentivos perversos o virtuosos 
que se generen sobre ella. También es indispensable 

traslapes en su diseño y tomar acciones al respecto. 
Entre las que se encuentran las siguientes:

• Evaluar los programas con duplicidades.
• Homogeneizar la calidad, fusionarlos o suprimir 

• Rediseñarlos de tal manera que los traslapes des-
aparezcan si son complementarios.
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• Ajustar los criterios de focalización de los pro-
gramas una vez se avance en los mecanismos de iden-

están montados los programas. Por ejemplo, los que 
pretenden incrementar la productividad vía acumula-
ción de capital humano, los que procuran garantizar 
derechos fundamentales o consumo de bienes prefe-
rentes, los que prestan un servicio público o las dife-
rentes combinaciones. El punto anterior es vital para 

de los programas, sobre los cuales adquiere sentido el 
criterio de solidaridad y equidad.

-

Acciones de articulación.
• Diseñar estándares de habilitación para las enti-

dades y organismos prestadores de promoción social, 
tanto privados como públicos.

• Avanzar en el diseño de mecanismos de focaliza-
ción que incluyan variables de vulnerabilidad.

• Aprovechar y fomentar las buenas prácticas y los 
usos alternativos del Sisbén para los programas de 
promoción social en todos los niveles gubernamen-
tales.

• Delimitar funciones en materia de inspección, vi-
gilancia y control y de regulación, en coherencia con 
el modelo de descentralización.

• Dar unidad de materia a la formulación de la polí-
tica de la promoción social (en los diferentes sectores 

de las acciones más generales y que se suscriba a los 
principios de solidaridad y equidad.

forma separada se encarguen de:
• Las funciones de inspección, vigilancia y control 

y de regulación cuando se considere pertinente.
• La función de modulación y formulación de po-

lítica: diseño de programas, de las condiciones de en-
trada, de salida, periodicidad, tipo de transferencia, 

• Los prestadores de los programas.
Los vínculos para avanzar en la coordinación insti-

tucional entre los niveles de Gobierno son los siguien-
tes:

• Transferencias condicionadas a las entidades te-

permite integrar objetivos de los programas entre ni-
veles de Gobierno de forma recíproca.

limitar a contrapartidas económicas de las entidades 
territoriales. Existen programas del nivel central que 
reciben apoyo municipal a través de mano de obra, 
apoyo a los procesos e instalaciones locativas en el 
municipio.

• La efectividad de los programas y su sosteni-
miento dependen de un cronograma de inversiones 
del nivel territorial que acompañe la inversión na-
cional. En este punto el rol de los departamentos es 

clave, ya que pueden concurrir con los municipios en 
darle continuidad a los programas.

• Se deben generar capacidades de ahorro en los 
municipios (y en el nivel nacional) para crear meca-

-
ción social.

-
nanzas territoriales, particularmente el sistema tribu-

-
ción social.

• Generar y promover mecanismos de información 
basada en los registros administrativos.

Papel de municipios y departamentos, empodera-
miento de los más pobres y participación de la socie-
dad civil.

Los departamentos y los municipios deben levan-
tar mapas y diagnósticos de la pobreza y la indigencia 
en su jurisdicción; diseñar planes de corto, mediano 

o alianzas contra la pobreza; sólo los que hayan he-
cho esos pactos podrán hacer parte de la Red contra la 

-
cien íntegramente las metas que superen los mínimos, 
y que promuevan la vinculación de la población obje-
tivo a los planes departamentales y municipales –pú-
blicos y privados– de desarrollo rural esbozados en la 
Agenda Interna de cada entidad territorial. 

Existe una serie de temas transversales. El prime-
-

bilidad a la oferta de servicios de promoción social. 
Sobre este punto se tienen las siguientes opciones, en 
ocasiones complementarias entre sí: i) capitalizar el 
Fondo de Protección Social que existe, el cual no ha 
sido alimentado con recursos en épocas de crecimien-
to tal como se planeó. De esta forma la oferta pue-
de adaptarse a los riesgos covariantes que enfrenta la 
población; ii) consolidar el ICBF como componente 

-
dad en las entidades por separado (revivir el fondo 
ministerial).

Para el país resulta fundamental implementar un 
apropiado seguimiento y una evaluación operativa, 
técnica y de impacto de la Red Juntos, que permita 
dilucidar elementos relevantes para ajustar el diseño y 
consolidación del Sistema de Promoción Social.

Inspección, vigilancia y control. Actualmente el 
ICBF desarrolla las funciones de inspección, vigilan-
cia y control del SNBF. Una reforma al sistema debe 
contemplar la eliminación de esta función y diseñar 
un mecanismo que cumpla con estas tareas, capaz de 
abarcar la oferta total de los servicios de promoción 
social (pública directa e indirecta y privada). Aunque 
las propuestas de estudios previos apuntan a crear 
una nueva superintendencia de promoción social, en 
la discusión se propuso descentralizar el mecanismo 
para aprovechar en la medida de lo posible las su-
perintendencias ya existentes. Las razones fueron: i) 
la heterogeneidad del servicio; ii) el gran número de 
prestadores públicos y privados, y iii) la capacidad 
administrativa y operativa que requeriría un ente de 
esa naturaleza.
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El proyecto de ley crearía dentro del Sistema de 
Promoción Social una estrategia de coordinación, 
cuyo objetivo sería mejorar la provisión de servicios 
sociales del Estado optimizando los resultados en 
términos de reducción de la pobreza extrema y de la 
pobreza y ofreciendo una adecuada atención a la po-
blación desplazada.

Mediante el programa se articulará la oferta institu-

provisión de los mismos. Constará de dos estrategias 
de articulación y coordinación entre las distintas en-
tidades de Gobierno sobre la población en Estado de 
Pobreza. La primera se denominará Unidos y constará 
de un modelo de atención integral para las familias en 
extrema pobreza, basándose en el acceso preferente a 
la oferta de servicios sociales del Estado, en la promo-
ción de la incorporación efectiva de los hogares a los 
mismos, y en el acompañamiento con el objetivo de 
lograr la superación de esta condición. La segunda es-
trategia constará de un modelo de atención integral a 
los municipios y departamentos para mejorar la oferta 
de servicios sociales.

La administración, coordinación operativa, super-
visión y evaluación corresponderá al Departamento 
Administrativo para la Acción Social. Deberá contar 

profesionales idóneos, que coordine la estrategia na-
cional de lucha contra la pobreza, diseñe el Marco de 
Lucha contra la pobreza en el Mediano Plazo y los li-
neamientos para los Ministerios, entidades descentra-
lizadas, municipios y departamentos que hagan parte 
de la oferta de servicios sociales del Estado.

La Comisión Intersectorial será la máxima instan-
cia de decisión que opera dentro del programa. Acción 
Social deberá administrar un sistema de información 

datos necesarios para la asignación y racionalización 
de las prestaciones sociales que otorga el Estado; la 
articulación de las políticas, planes, programas, pres-
taciones sociales y planes de desarrollo local, y la 
centralización de la información relacionada con los 
análisis estadísticos que la administración de las pres-

requiera.
El registro contendrá los datos de las familias e 

-
ciarios de prestaciones y programas públicos; la des-
cripción de las condiciones socioeconómicas de la po-

la que disponga Acción Social y/o que por su requeri-
miento le proporcionen las demás entidades públicas 
o privadas que administren prestaciones sociales y los 

obtenido.
La información contenida en este registro estará 

disponible para los municipios y departamentos, en 
lo correspondiente a los datos relativos al respectivo 
ente territorial, y para las instituciones que adminis-

que sean de su competencia.
El Sisbén suministrará la información corres-

Estado.

Durante los primeros quince (15) días del mes de 
agosto el Gobierno nacional deberá presentarle al 
Congreso de la República el Marco de Lucha contra la 
Pobreza en el Mediano Plazo. Este documento deberá 
al menos desarrollar un programa plurianual de lucha 
contra la pobreza y contra la pobreza extrema. Ade-
más, deberá establecer metas plurianuales de reduc-
ción de las cifras de pobreza y pobreza extrema, tanto 

recomendaciones de la comunidad académica como 
por ingreso autónomo. Mediciones de las cifras de 

las metas de cubrimiento de los diversos programas 
del Sistema de Promoción Social; incluir un estudio 
y análisis de los resultados de la lucha contra la po-
breza que se hayan generado durante el año anterior 
a la entrada en vigencia de la presente ley; una esti-

impulsados para cumplir con las metas de reducción 
de la pobreza y de la pobreza extrema que se hayan 
planteado; análisis de la evolución de los Logros Bá-
sicos de Unidos; una evaluación de la focalización 
del gasto público social y de los diversos programas 
que componen la oferta de servicios sociales del Es-
tado; y evaluaciones de impacto de los diversos pro-
gramas que componen la oferta de servicios sociales 
del Estado.

En un plazo no superior a tres años de entrada en 
vigencia de la presente ley todos los programas oferta 

-
ción de Calidad ISO 9001.

tendrá acceso preferente a la oferta de programas 
sociales de las entidades del nivel nacional, departa-
mental y municipal. El acceso a los programas será 

de Unidos y en segunda instancia a la población en 
estado de pobreza de forma proporcional a su grado 
de vulnerabilidad frente a la pobreza.

La Comisión Intersectorial deberá implementar en 
un plazo no superior a un (1) año después de la en-
trada en vigencia de la presente ley un programa que 
asista a las entidades territoriales en la elaboración 
del Marco de Lucha contra la Pobreza para Entidades 
Territoriales en el Mediano Plazo, los lineamientos 
técnicos mínimos que debe contener, y el diseño de 
las estrategias territoriales para la superación de la po-
breza y la pobreza extrema. 

De los congresistas,

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 1° de octubre de 2014
Señor Presidente:

de ley número 101 de 2014 Senado, por medio de la 
cual se establece la Red para la Superación de la Po-
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breza Extrema - Red Unidos y se dictan otras disposi-
ciones, me permito pasar a su Despacho el expediente 
de la mencionada iniciativa que fue presentada en el 
día de hoy ante Secretaría General, por el honorable 
Senador Óscar Mauricio Lizcano, y la honorable Re-
presentante Luz Adriana Moreno. La materia de que 
trata el mencionado proyecto de ley es competencia 
de la Comisión Séptima Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con las 
disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 1° de octubre de 2014
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la refe-
rencia a la Comisión Séptima Constitucional y envíe-

de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
José David Name Cardozo.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 102 DE 2014 
SENADO

por medio de la cual se regula el uso y manejo  
del fuego, y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°. Objeto. La presente ley regula y esta-

blece disposiciones para el uso y el manejo adecuado 
-

biental y la salvaguarda de todos los habitantes del 
territorio nacional, y sus derechos.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente 
ley se aplica a las acciones y operaciones de pre-
vención, uso y manejo del fuego, a nivel urbano y 
rural, zonas forestales, bosques nativos, áreas na-
turales protegidas, zonas agrícolas, praderas, pasti-
zales, matorrales y humedales y en áreas donde las 
estructuras y construcciones se entremezclan con la 
vegetación fuera del ambiente estrictamente urbano 
o estructural. Así mismo, los fuegos planificados, 
que se dejan arder bajo condiciones ambientales 
previamente establecidas.

Artículo 3°. Del uso y manejo del fuego. La pre-
sente ley regula y dispone sobre el manejo adecuado 
del fuego, prevención y protección de este recurso. Y 
sus disposiciones serán reglamentadas por el Gobier-
no Nacional.

TÍTULO II 
OBLIGACIONES

Artículo 4°. Denuncia. Toda persona que tenga 
conocimiento de haberse producido algún hecho que 
produzca una situación no controlada por el mal uso 
del fuego, deberá frente a los efectos de la presente 

ley, estar obligada a formular de inmediato la denun-
cia ante la autoridad más cercana.

Artículo 5°. Debido cuidado. Toda persona debe 
extremar el cuidado de los recursos naturales en la 
realización de usos o actividades con fuego, respetan-
do las prohibiciones y limitaciones establecidas en la 
normativa vigente.

Artículo 6°. Trabajos preventivos. La Autoridad 
Competente junto con el Sistema Nacional del Fuego 
de que trata el artículo 8° de la presente ley, determi-
nará las personas físicas o jurídicas, públicas o priva-
das obligadas a permitir la realización o despliegue 
en sus terrenos de la infraestructura de prevención y 
combate, tales como vías de acceso, depósitos o re-
servas de agua, zona de aterrizaje de helicópteros u 
otras; y a efectuar los demás trabajos preventivos que 
se determinen necesarios.

Artículo 7º. Corresponde al Gobierno Nacional. 
El Gobierno Nacional reglamentará las disposiciones 
contenidas en la presente ley y que contendrán:

a) Formular la política del uso y manejo del fuego, 
-

ción Nacional y la ley.
b) Generar y divulgar un reglamento sobre el uso 

y manejo del fuego, con enfoque diferencial, por de-
partamentos, áreas y regiones susceptibles y de alto 
riesgo.

c) Divulgar y dar a conocer a la comunidad las 
disposiciones de la presente ley, generando junto con 
los componentes del Sistema Nacional de Manejo del 
Fuego las instrucciones necesarias para el cumpli-
miento de la presente ley.

d) Generar e instrumentar los planes y programas 
de gobierno, que garanticen la protección de la pobla-
ción frente a los riesgos del uso inadecuado del fuego.

e) Decretar reservas y áreas de alto riesgo frente al 
uso inadecuado del fuego.

f) Asesorar al Gobierno Nacional, frente a los 
eventos de calamidad pública.

preservación de las áreas rurales y urbanas frente al 
riesgo por el uso del fuego.

h) Las demás que sean pertinentes y se ajusten a la 
presente ley.

TÍTULO III
DEL SISTEMA NACIONAL DE MANEJO  

DEL FUEGO
Artículo 8°. El Sistema Nacional del Manejo del 

Fuego. Créese el Sistema Nacional de Manejo del 
Fuego, que estará integrado por:

El Ministerio del Interior.
El Ministerio de Defensa Nacional.
El Ministerio de Medio Ambiente.
El Ministerio de Vivienda y Desarrollo Territorial.
Las Corporaciones Autónomas Regionales.
La Policía Nacional.
El Cuerpo de Bomberos de Colombia.
La Defensa Civil Colombiana.
Artículo 9°. Objetivos del Sistema Nacional de 

Manejo del Fuego. Son objetivos del Sistema Nacio-
nal de Manejo del Fuego, los siguientes:

a) Proteger y preservar el medio ambiente del daño 
generado por los incendios;
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b) Velar por la seguridad de la población en ge-
neral y de las personas afectadas al combate de 
incendios;

-
vención del Estado en las situaciones que involucren 
o demanden acciones y operaciones de prevención y 
combate de incendios que aseguren el adecuado ma-
nejo del fuego;

-
jo del fuego en defensa del ambiente;

e) Coordinar y asistir técnica y operativamente a 
los organismos nacionales, departamentales y mu-
nicipales, competentes en las tareas del manejo del 

-
tintos niveles de contingencia, propiciando ámbitos 
regionales, departamentales y municipales de actua-
ción;

f) Promover la concientización de la población acer-
ca del impacto de los usos del fuego, fomentando el 
cambio de los hábitos perjudiciales para el ambiente.

Artículo 10. Coordinación del Sistema Nacional 
de Manejo del Fuego. El Sistema estará coordinado 
conjuntamente por el Ministerio de Defensa Nacional 
y el Cuerpo de Bomberos de Colombia, los cuales de-
sarrollarán lo contenido en los artículos 7° y 9° de la 
presente ley.

Artículo 11. De la Secretaría Técnica del Fuego. 
El Ministerio de Defensa y el Cuerpo de Bomberos de 
Colombia determinarán al interior de sus estructuras 
de funcionamiento dos (2) coordinadores que permi-
tan articular las disposiciones contenidas en la presen-
te ley, serán ellos quienes hagan la secretaría técnica 
del Sistema Nacional del Fuego.

El Sistema Nacional del Fuego determinará el re-
glamento y las funciones que permitan su funciona-
miento.

TÍTULO IV
DE LA ARTICULACIÓN, PLANIFICACIÓN  

E IMPLEMENTACIÓN
Artículo 12. Regionalización. El Sistema Nacional 

de Manejo del Fuego, coordinará e implementará con 
-

zación de los recursos y medios disponibles, una or-
ganización territorial por regiones y áreas de riesgo.

Artículo 13. Articulación. El Sistema Nacional de 
Manejo del Fuego articulará la implementación de po-
líticas preventivas y demás contenidas en la presente 
ley, y el apoyo a las estrategias de manejo del fuego.

Artículo 14.  El manejo y uso del 

los planes emanados de las disposiciones del Sistema, 
según el alcance así:

a) Corresponde a los municipios y su máxi-
ma autoridad la coordinación con el Sistema Nacional 
del Fuego, junto con los planes, programas y activida-
des que se desarrollen;

b) Corresponde a los planes que 
se determinen en desarrollo de la presente ley; estas 
involucrarán los departamentos y su máxima autori-
dad;

c) Corresponde al Sistema Nacional de 
Manejo del Fuego, implementar la regionalización de 
acuerdo a sus necesidades, planes y estudios;

d) Corresponde al manejo integral que 
determine el Sistema Nacional de Manejo del Fuego, 
sus planes, programas y actividades de carácter gene-
ral, y que se desarrollan de acuerdo a los objetivos del 
Sistema.

TÍTULO V
DE LOS PLANES Y PROGRAMAS

Artículo 15. Planes de Protección. El Sistema Na-
cional de Manejo del Fuego determinará las personas 
físicas o jurídicas, públicas o privadas obligadas a 
elaborar e implementar en sus propiedades planes de 
protección para los terrenos involucrados en función 

-
mentación de esta ley, los que le serán presentados 
para su aprobación. El Sistema determinará los requi-
sitos de los planes.

Artículo 16. Programas de Promoción. El Sistema 
Nacional de Manejo del Fuego coordinará la promo-
ción de los programas, planes y actividades derivados 
de esta ley, direccionados al uso adecuado, preventivo 
y responsable del manejo del fuego.

Artículo 17. Recomposición y reparación. El res-
ponsable del daño ambiental que produzca un incen-
dio tendrá la obligación de recomponer y adoptar las 
medidas de reparación que, en cada caso, resulten ne-
cesarias para la recuperación de las áreas incendiadas.

Artículo 18. Brigadas Nacionales. El Sistema Na-
cional de Manejo del Fuego ejecutará Brigadas Na-
cionales con el objeto de evaluar, asistir y asesorar a 
las regiones, departamentos y municipios, con medios 
adecuados y proporcionales a las necesidades de cada 
uno de ellos.

TÍTULO VI
FONDO NACIONAL DEL MANEJO  

DEL FUEGO
Artículo 19. Del Fondo Nacional del Manejo del 

Fuego. Créase el Fondo Nacional del Manejo del Fue-
go, que será administrado por la Autoridad Nacional 
de Aplicación y estará compuesto por:

Las sumas que anualmente le asigne el Presupues-
to General de la Nación.

Todo otro ingreso que derive de la gestión de la 
Autoridad Nacional de Aplicación.

Las donaciones, legados, aportes de personas físi-
cas o jurídicas, de organismos nacionales y/o interna-
cionales;

Artículo 20. De los Recursos. Los recursos del 
Fondo creado en el artículo 19 de la presente ley, po-

a) La adquisición de bienes y servicios necesarios 
para el cumplimiento del objeto de esta ley;

b) La promoción de actividades que concurran a 
asegurar la mejor difusión y conocimiento de las cau-
sas y consecuencias de los siniestros ocurridos en las 
áreas afectadas por incendios forestales y rurales, ta-
les como la realización de congresos, exposiciones, 
muestras, campañas de publicidad u otras que contri-
buyan al objeto de la presente ley;

c) La realización de cursos, estudios e investiga-
ciones, y

d) Las demás actividades que autorice el Sistema 
Nacional de Manejo del Fuego.
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TÍTULO VII
PROHIBICIONES Y SANCIONES

Artículo 21. Prohibiciones. Constituyen infraccio-
nes a la presente ley:

a) Llevar o encender fuego en el interior de bos-
ques y pastizales en transgresión de los reglamentos 
que determine el Sistema;

b) No cumplir con la obligación de dar aviso a la 
autoridad más cercana de la existencia de un foco de 
incendio;

c) Encender fuego, realizar quemas o desarrollar 
actividades prohibidas o sin la correspondiente auto-
rización previa;

d) No contar con los planes de protección en los 
casos en los que fueran requeridos, y 

e) Las demás que el Sistema Nacional de Manejo 
del Fuego determine.

Artículo 22. Sanciones. Las sanciones al incumpli-

Sistema Nacional de Manejo del Fuego de acuerdo a 
las necesidades ambientales y sociales.

Artículo 23. Multas. Las multas que se ocasionen 
-

nadas por el Sistema Nacional de Manejo del Fuego 
de acuerdo a las necesidades ambientales y sociales, y 
se destinarán al Fondo Nacional del Fuego.

TÍTULO VIII
VIGENCIA

Artículo 24. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias. 

El Gobierno Nacional contará con un plazo no ma-
yor a seis (6) meses posteriores a la fecha en que se 
sancione la presente ley para reglamentar las disposi-
ciones contenidas en ella.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El fuego se constituye como un recurso que ha 

acompañado no solo la historia del hombre y la civi-
lización, sino que como hecho natural ha forjado la 
historia de nuestro planeta, nuestros antepasados des-
cubrieron la utilidad del fuego hace 1.600.000 años, 

en las etapas iniciales de la humanidad, pues este re-
-

medio ambiente y por supuesto el inicio del dominio 
del hierro, el cobre y otros materiales que permitieron 
la evolución. Es evidente que el fuego unió a la so-
ciedad, a su alrededor el hombre planeó y construyó 
grandes imperios, fue el fuego testigo del decaimiento 
de grandes ciudades y pueblos, y su simbología ha 

este importante elemento.

De esta forma es que la humanidad se ha relacio-
nado con el fuego, de su interacción se han deriva-
do cambios sustanciales de manera positiva, pero de 
igual manera el inadecuado uso de este recurso ha 

marcado la civilización como El Gran Incendio de 
Roma (64), El Gran Incendio de Chicago (1871), El 
Incendio del Hindenburg (1937), El Gran Incendio de 
Londres (1666), El Terremoto que incendió San Fran-
cisco (1906), El Incendio de La Catedral de la Santa 
Trinidad (2006), El incendio en el Liceo de Barce-
lona (1994), Incendio en el Mandarín Oriental Hotel 
de Pekín (2009), entre otros que según (es, 2009) han 

que han causado graves daños y pérdidas de vidas, 
de lo cual podemos colegir que el uso inadecuado del 
fuego se ha constituido de igual manera como hecho 
generador de eventos negativos a nuestra sociedad y 
su desarrollo.

La legislación mundial es amplia, y en varios paí-
ses se han creado disposiciones que se enfocan en 
crear normatividad acertada en el uso responsable 
del fuego como un elemento fundamental en el de-
sarrollo de países como: la India, España, Alemania, 
Chile, México y Argentina, entre otros. Estos planes 
implementados al interior de las políticas públicas de 
las diferentes naciones buscan contrarrestar los em-
bates del cambio climático, y las amenazas de origen 
antrópico por el uso industrial y agrícola, este es el 
caso de Argentina, que a través de las recomendacio-
nes de la Organización de las Naciones Unidas para la 
Alimentación y la Agricultura (FAO), introdujo en su 
legislación un plan de manejo del fuego que tiene por 

ambientales, según Heredia.
Colombia no es ajeno a este tipo de eventos, en el 

marco de nuestra historia se han registrado innume-
rables calamidades derivadas del fuego, ya sea pro-
vocados por el hombre o por la naturaleza y que han 
causado graves daños al país. Es importante indicar, 
que si bien se han implementado leyes y normativas 
referentes al control y manejo de incendios, como: 
La Resolución número 0661 de 2014, por la cual se 
adopta el Reglamento Administrativo, Operativo, 
Técnico y Académico de los Bomberos de Colombia, 
El Código de Policía de Bogotá, D.C., La Resolu-
ción número 1428 de 2013, por la cual se reglamen-
tan unas condiciones especiales para la prestación 
del servicio de Salvamento y Extinción de Incendios 
en los aeropuertos del país, La Ley sobre licencias 
ambientales (Decreto número 2820 de 2010), La Ley 

Ley General de Bomberos de Colombia, la Resolu-
ción número 01161 de 2014, por la cual se adicionan 
unos numerales a la norma RAC 14 - Aeródromos, 
de los Reglamentos Aeronáuticos de Colombia, Reso-
lución número 1711 de 2014, por la cual se adoptan 
medidas para afrontar los efectos del Fenómeno del 
Niño, en jurisdicción de la Corporación Autónoma 
Regional de Cundinamarca (CAR) (Colombia, 2014), 
entre otras disposiciones, que buscan generar condi-
ciones para el manejo de incendios en áreas rurales y 
urbanas, pero que no han podido crear un órgano que 

del fuego, consecuencia de una legislación dispersa 
que delega en diferentes organizaciones la responsa-
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bilidad del direccionamiento de políticas acertadas 
frente al manejo de este elemento.

La presente iniciativa regula y establece disposi-
ciones para el uso y el manejo adecuado del fuego, 

salvaguarda de todos los habitantes del territorio na-
cional, y sus derechos, permitiendo a través de un sis-
tema organizado, la coordinación de acciones y ope-
raciones de prevención, uso y manejo del fuego, a ni-
vel urbano y rural, zonas forestales, bosques nativos, 
áreas naturales protegidas, zonas agrícolas, praderas, 
pastizales, matorrales y humedales y en áreas donde 
las estructuras y construcciones se entremezclan con 
la vegetación fuera del ambiente estrictamente urbano 

se dejan arder bajo condiciones ambientales previa-
mente establecidas.

Este proyecto de ley busca crear una normativi-
dad clara sobre el manejo del fuego, y a su vez crear 
un órgano articulador de las políticas estatales frente 
al uso responsable de este elemento, pues es funda-
mental para Colombia reconocer las amenazas que se 
enfrentan por el cambio climático del uso industrial 
y agropecuario, que son consecuencia de la ausencia 

responsable.
De igual forma, se quiere generar recursos dentro 

del Fondo Nacional del Manejo del Fuego, que apo-
yen, asesoren y direccionen los planes de un sistema 
organizado, y liderado por el Ministerio de Defensa 
Nacional y Bomberos de Colombia que permitan for-
talecer las políticas, planes y actividades del uso del 
fuego.

El presente proyecto de ley cuenta con veinticuatro 
(24) artículos y ocho (8) títulos distribuidos así; Título 
I, Disposiciones Generales, aquí el objeto y el ámbi-
to de aplicación. El Título II, Obligaciones, donde se 
consignan el deber de denuncia, debido cuidado, los 
trabajos preventivos y las obligaciones del Gobierno 
Nacional. Título III, Del Sistema Nacional de Manejo 
del Fuego, Crea el Sistema, su Coordinación y su fun-

-
ción e implementación, aquí se regionaliza, y se crea 

V, De los planes y programas, se señalan los planes y 
programas que serán liderados por el Sistema. Título 
VI, Fondo Nacional del Manejo del Fuego, Se crea 
el Fondo del Manejo del Fuego, que busca generar 
recursos para el Sistema. Título VII, Prohibiciones y 
Sanciones, se formulan disposiciones sancionatorias 
a cargo del Gobierno Nacional. Título VIII, Vigen-
cia, aquí se da un espacio de seis (6) meses para la 
implementación de las disposiciones contenidas en la 
iniciativa.
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SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 1° de octubre de 2014
Señor Presidente:

de ley número 102 de 2014 Senado, por medio de la 
cual se regula el uso y manejo del fuero, y se dictan 
otras disposiciones, me permito pasar a su Despacho 
el expediente de la mencionada iniciativa que fue pre-
sentada en el día de hoy ante Secretaría General, por 
el honorable Senador Jorge Hernando Pedraza Gutié-
rrez. La materia de que trata el mencionado proyecto 
de ley, es competencia de la Comisión Quinta Cons-
titucional Permanente del Senado de la República, de 
conformidad con las disposiciones reglamentarias y 
de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 1° de octubre de 2014
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la refe-
rencia a la Comisión Quinta Constitucional y envíese 

que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
José David Name Cardozo.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.
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